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I. Consulta y objeto del presente informe en derecho 

Un conjunto de empresas dedicadas al desarrollo de apuestas en línea ha solicitado al 

suscrito informar en derecho sobre la propuesta de regulación jurídica de la actividad, en 

particular, la constitucionalidad de aquellas disposiciones que buscan establecer un 

tratamiento diferenciado por medio de la aplicación de la figura de coolling off y la 

incorporación de un impuesto que grava de forma retroactiva a aquellas empresas que hayan 

operado con anterioridad a la entrada en vigor de la ley. 

 

En los próximos apartados, se efectuará una relación de los antecedentes y 

circunstancias fácticas que configuran el asunto consultado, para posteriormente realizar un 

análisis constitucional y legal de la actividad económica de los juegos de azar y de las 

apuestas, en particular, el régimen jurídico de las apuestas en línea. Luego de establecido este 

marco referencial, se describirá sumariamente el estatuto constitucional y legal de la potestad 

tributaria del Estado para luego examinar la constitucionalidad de las propuestas que se 

discuten actualmente en el Congreso Nacional. 

 

II. Antecedentes generales  

Con la finalidad de realizar un correcto análisis del asunto, objeto del presente 

informe en derecho, resulta necesario desarrollar sumariamente las circunstancias fácticas 

que lo configuran a partir de los antecedentes y documentos que se han tenido a la vista y 

proporcionados por la consultante, en especial sobre la tramitación del proyecto de ley y los 

objetivos del legislador. 

A. Del proyecto de ley que regula el desarrollo de plataformas de apuestas en línea, 

(boletín N°14.838-03) 

Con fecha 7 de marzo de 2022 se inició la tramitación del proyecto de ley que regula 

el desarrollo de plataformas de apuestas en línea mediante el ingreso del mensaje N°464-369 

del ex Presidente Sebastián Piñera E. a la Cámara de Diputadas y Diputados. En su origen, 

el proyecto de ley definió como sus objetivos los siguientes: 

i) Generar un mercado competitivo de apuestas en línea en el que puedan 

participar diversos actores, tanto locales como extranjeros. 

ii) Resguardar la fe pública, para dar certeza a los usuarios, a través del 

ordenamiento jurídico, de que existe la probabilidad razonable, establecida 

previamente, de obtener un premio y cobrarlo. 
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iii) Proteger la salud y seguridad de los jugadores, en especial sobre el riesgo de 

enfermedades relacionadas con los juegos de azar como la ludopatía, y el 

resguardo de la ciberseguridad e información sensible de los usuarios, 

iv) Aumentar la recaudación fiscal, mediante el cobro de impuestos y tasas que 

el Estado cobrará a quienes desarrollan actividades en esta industria. 

v) Transparentar los orígenes y el destino de los recursos obtenidos a través de 

las plataformas de apuestas en línea. 

Para el cumplimiento de dichos objetivos, el proyecto de ley definió diversos 

elementos, entre los que establece la apuesta como punto central de la regulación, 

diferenciándola de otros conceptos como juegos en línea o juegos de azar en línea. Así, se 

propone una regulación a la apuesta para abordar el elemento de la contingencia de ganancia 

o pérdida que deriva en un incremento o detrimento patrimonial de los participantes de éste. 

De esta forma, el proyecto define apuesta en los siguientes términos: “[a]cto en virtud del 

cual una persona, de manera remota, arriesga una cantidad de dinero, sobre hechos cuyos 

resultados son futuros, inciertos o desconocidos para los usuarios, y recibe, en función de 

ese resultado, un premio en dinero o avaluable en dinero”1. 

 Asimismo, el proyecto busca determinar que el ámbito de aplicación de la nueva 

regulación se restringirá a aquellas apuestas realizadas a través de plataformas de apuestas 

en línea mediante cualquier mecanismo o sistema, sin definir un listado taxativo de medios. 

El proyecto de ley define como ámbito de aplicación todas las plataformas que 

permitan realizar apuestas en el territorio nacional, sin importar el lugar en que se encuentre 

la infraestructura que respalde su operación o en el país en que se aloje su dominio web o 

sistema de operación, las que en todo caso solo podrán desarrollar la actividad contando con 

una licencia general o especial. 

Otra definición del proyecto de ley dice relación con los usuarios que podrán 

participar en las plataformas de apuestas en línea, limitándolo a aquellas personas naturales 

mayores de edad que cuenten con “Rol Único Nacional”, y sean titulares de una cuenta de 

apuestas en la plataforma. 

En cuanto a la regulación del mercado, el proyecto de ley contenido en el mensaje 

establece que para que puedan operar las plataformas en línea se regularán mediante dos tipos 

de licencias: una general renovable por hasta 5 años y otra especial no renovable por 60 días. 

El proceso de obtención de las licencias se realizará mediante un procedimiento 

administrativo no competitivo debido a la variedad de actividades en las plataformas. Los 

requisitos para las empresas operadoras serán similares a los de los casinos físicos, mientras 

que los requisitos técnicos y económicos para las plataformas se detallarán en el reglamento 

 
1 Mensaje N°464-369, p. 16. 
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o en normas de la Superintendencia de Casinos de Juego, buscando flexibilidad para una 

industria en constante cambio. 

En relación con la licencia de operación, el mensaje contemplaba determinadas 

circunstancias en las que no era posible su obtención, ninguna de las cuales hacía referencia 

a la operación previa a la vigencia de las normas que propone el proyecto de ley.  

La regulación y supervisión de las plataformas de apuestas en línea se otorga en virtud 

de este proyecto a la Superintendencia de Casinos de Juego, que pasa a convertirse en la 

Superintendencia de Casinos, Apuestas y Juegos de Azar. 

Otras disposiciones del proyecto de ley contenido en el mensaje se relacionan con 

medidas destinadas a la protección de los usuarios y menores de edad, la promoción de la 

práctica de apuestas en línea responsables a través de la elaboración de una “Política Nacional 

de Apuestas en Línea Responsables” a cargo del Ministerio de Hacienda, la definición de 

medidas de fiscalización y sanciones administrativas por el desarrollo de las plataformas de 

apuestas sin la debida licencia y la modificación de la Ley N°19.995 con el objeto de adecuar 

las actuales atribuciones de fiscalización de la Superintendencia de Casinos de Juego y a 

otros cuerpos legales para promover la competencia en igualdad de condiciones. 

Finalmente, en cuanto a las disposiciones transitorias, el proyecto de ley en su origen 

contempló normas sobre la vigencia de la ley y el establecimiento de una serie de reglas 

excepcionales para el primer período de otorgamiento de permisos de operación, tales como 

dar una primera ventana de 60 días para solicitar licencias generales, y luego, para dar un 

espacio de tiempo para consolidar el desarrollo de la industria y su institucionalidad. 

También, se propone regular un régimen transitorio de 8 años para la Polla Chilena de 

Beneficencia a fin de que pueda adaptarse a la nueva normativa y, por último, se establece 

que el mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la ley durante el año presupuestario 

de su entrada en vigencia se financiará con cargo a los recursos de la Superintendencia de 

Casinos de Juego y en lo que faltare, con cargo a la partida presupuestaria “Tesoro Público”. 

Como es posible observar, en su origen el proyecto de ley no contempló normas sobre 

suspensión temporal (que en la discusión se ha tratado como cooling off) o el pago de un 

impuesto retroactivo para aquellas empresas que hayan operado anteriormente, las que fueron 

agregadas luego en el transcurso de la tramitación. 

B. Tramitación del proyecto de ley: sobre las propuestas de suspensión (cooling off) 

y del pago de un impuesto único retroactivo 

Como resultado de la conformación de una mesa de trabajo con miembros de la 

Comisión y representantes del Poder Ejecutivo para concordar modificaciones a ser 

presentadas y permitir ajustes finales, el 12 de junio de 2023, mediante oficio del Presidente 

de la República (N°85-371), se formuló indicaciones al proyecto de ley.  
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Posteriormente se presentaron otras indicaciones del Poder Ejecutivo mediante los 

oficios N°163-371, de 12 de septiembre de 2023 y N°177-371, de 3 de octubre de 2023. 

1. Sobre  el “cooling off” o suspensión temporal en el proyecto de ley 

El “cooling off”, ha sido discutido como una de las medidas que se impondría a los 

operadores de apuestas en línea que han desarrollado la actividad en Chile en el período 

previo a la vigencia de la próxima ley, imponiendo la suspensión temporal y la obligación de 

pago de tasas impositivas respecto de los treinta y seis meses anteriores en que se haya 

desarrollado la actividad y un período de vacancia en el cual no podrían postular a licencias 

para operar en nuestro país. 

La medida se inspiraría en el modelo de regulación holandés, que estableció un 

período de “enfriamiento” de 2 años 9 meses para que los “operadores ilegales” suspendieran 

sus actividades y así reconocer a quienes han sido respetuosos del ordenamiento jurídico, 

además de permitir a los operadores partir en igualdad de condiciones. 

En las indicaciones del Poder Ejecutivo de 12 de septiembre de 2023 (oficio N°163-

371), se agregó en el artículo 13 del proyecto, como una nueva circunstancia que impediría 

la obtención de una licencia de operación, el hecho de haber explotado una plataforma de 

apuestas sin la debida licencia de operación, o sin la certificación que autoriza a operar 

conforme a esta ley, o publicitado u ofrecido sus servicios en Chile en los últimos doce meses 

previos a la solicitud (indicación N°13, literal g). 

La misma propuesta establecía que incurrirían en esta causal quienes hayan 

explotado, publicitado u ofrecido sus servicios en territorio nacional en base a algunos 

criterios como haber permitido el abono en las cuentas de los usuarios o el pago de las 

apuestas en moneda de curso legal; utilizar medios de comunicación para publicitar sus 

servicios en territorio nacional; auspiciar, patrocinar o tener contratos similares con personas, 

entidades y/o eventos ejecutados en el  territorio nacional, operar a través de una sociedad 

constituida en el país; ofrecer sus servicios a través de un dominio web que termine en puntocl 

(.cl); usar el emblema nacional o presencia de símbolos que contengan elementos 

íntimamente vinculados con el país; mencionar encontrarse debidamente regulado por la 

Superintendencia u autorizados por alguna otra entidad chilena; utilizar de alguno de los 

medios de pago autorizados por la Comisión para el Mercado Financiero o facilitar 

transferencias y/o depósitos bancarios nacionales como medio de pago. 

Esta indicación fue discutida en la Comisión de Economía, Fomento; Micro, Pequeña 

y Mediana Empresa; Protección de los Consumidores y Turismo de la Cámara de Diputadas 

y Diputados, siendo cuestionada por algunos diputados por afectar a actuales operadores, por 
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lo que se solicitó una nueva redacción con el fin de no dejar fuera a quienes desarrollan la 

actividad actualmente2. 

Ante dicha preocupación, la Subsecretaria de Hacienda, señora Heidi Berner H., en 

sesión de la Comisión de Economía señaló que estarían abiertos a revisar un artículo 

transitorio para quienes estén operando actualmente3. Así, el artículo 13 fue aprobado por la 

mayoría de sus integrantes (9 votos a favor y 3 abstenciones), formando parte del proyecto 

de ley que se aprobó en la Cámara de Diputadas y Diputados y que se discute actualmente en 

la Comisión de Hacienda del Senado. El artículo 13, numeral 9) señala: 

“Artículo 13.- La Superintendencia rechazará las solicitudes de licencia de 

operación, si ocurre alguna de las siguientes circunstancias:[…] 

9. La solicitante forma parte de un grupo empresarial que a través de alguna de sus 

entidades haya explotado una plataforma de apuestas sin la debida licencia de 

operación, o sin la certificación que autoriza a operar conforme a esta ley, o 

publicitado u ofrecido sus servicios en Chile en los últimos 12 meses previos a la 

solicitud.  

Para estos efectos, se entenderá que se han explotado, publicitado u ofrecido los 

servicios de una plataforma de apuestas en territorio nacional cuando se verifique 

alguno de los siguientes criterios:  

a) Hayan permitido el abono en las cuentas de los usuarios o el pago de las apuestas 

en moneda de curso legal. 

b) Utilicen medios de comunicación para publicitar o promocionar sus servicios en 

territorio nacional, así como operar bajo un nombre que utilice referencias al país, 

su territorio, personajes de público conocimiento o históricos. 

c) Auspicien, patrocinen o tengan contratos similares con personas, entidades o 

eventos que se ejecuten en el territorio nacional. 

d) Operen a través de una sociedad constituida en el país. 

e) Ofrezcan sus servicios a través de un dominio web que termine en punto cl (.cl).  

 
2 Según el informe de la Comisión de Economía, Fomento; Micro, Pequeña y Mediana Empresa; Protección de 

los Consumidores y Turismo de la Cámara de Diputados y Diputados, el diputado De la Carrera, señaló que, si 

esto se regula en el artículo transitorio, debe mejorarse la redacción para que no deje fuera a los operadores 

actuales, de forma tal que esto sólo opere desde la primera licencia. En la misma línea, el diputado Lavín señaló 

que debe ser clara y precisa la ley y que no se pretende afectar a las plataformas que hoy están operando. Frente 

a ello, la Comisión acordó votar el artículo 13, con la indicación del ejecutivo, a excepción del literal g) de la 

misma, el que sería reformulado por el ejecutivo, junto a un artículo transitorio que resolviera la discusión. 
3 CÁMARA DE DIPUTADAS Y DIPUTADOS. Informe de la Comisión De Economía, Fomento, Micro, 

Pequeña Y Mediana Empresa, Protección De Los Consumidores y Turismo recaído en el proyecto de ley que 

regula el desarrollo de plataformas de apuestas en línea. Boletín N°14.838-03, pp. 98-104. 
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f) Usen el emblema nacional o símbolos que contengan elementos íntimamente 

vinculados con el país. 

g) Mencionen encontrarse debidamente regulados por la Superintendencia u 

autorizados por alguna otra entidad chilena. 

h) Utilicen alguno de los medios de pago autorizados por la Comisión para el 

Mercado Financiero o faciliten transferencias o depósitos bancarios nacionales 

como medio de pago.” 

Esta propuesta debe ser concordada con lo dispuesto en las disposiciones transitorias 

del proyecto de ley, en especial respecto de la autorización provisoria y del sistema 

extraordinario de declaración de impuestos. 

2. Del sistema voluntario y extraordinario de declaración de impuestos y el 

régimen de las normas transitorias 

Otra de las modificaciones propuestas entre las indicaciones del Presidente de la 

República presentada en el oficio N°177-371, de 3 de octubre de 2023 dice relación con dos 

nuevos artículos transitorios aplicables a las empresas o entidades que hayan operado previo 

a la dictación de la ley y la creación de un régimen transitorio que permitiría operar desde la 

entrada en vigencia de la ley4.  

En virtud de lo establecido en el artículo primero transitorio, la ley entrará en vigencia 

a contar del primer día del mes siguiente al de su publicación en el Diario Oficial y las normas 

relativas a la solicitud de licencias generales entrarán en vigencia una vez dictado el 

reglamento, el que deberá expedirse en un plazo no superior a seis meses contado desde la 

publicación de la ley. 

Acto seguido, el nuevo artículo segundo transitorio define los requisitos para que las 

plataformas de apuestas en línea puedan solicitar una licencia transitoria y operar desde la 

entrada en vigencia de la ley en un régimen transitorio. Entre otros, en relación con lo 

propuesto en el artículo 13 descrito en el acápite anterior, establece como requisito el no 

haber ofrecido por sí, ni haber formado parte de un grupo empresarial que, a través de algunas 

de sus entidades, haya ofrecido a personas dentro del territorio nacional servicios de apuestas, 

juegos de azar, casinos o similares, en línea o a través de plataformas digitales, en los últimos 

doce meses previos a la entrada en vigencia de las normas del proyecto de ley (artículo 

segundo transitorio nuevo, numeral iv). Este régimen transitorio tendría una duración de doce 

meses considerando que el reglamento debe expedirse en el plazo de seis meses y que 

 
4 Cabe señalar que el oficio N°163-371 del Presidente de la República de 12 de septiembre de 2023 ya había 

propuesto los nuevos artículos segundo y tercero transitorios respecto a los requisitos de operación y el 

procedimiento voluntario y extraordinario de declaración de impuestos. 
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posterior a ello debe iniciarse el proceso de postulación, revisión de antecedentes, 

otorgamiento de licencias y certificación respectiva. 

También en el oficio N°177-371, de 3 de octubre de 2023 del Presidente de la 

República, se presentó como indicación el nuevo artículo cuarto transitorio que establece un 

sistema extraordinario de declaración de intereses, primas, comisiones o cualquiera otra 

forma de remuneración por servicios no declarados y captación de usuarios para aquellos 

contribuyentes no domiciliados ni residentes en Chile que, con anterioridad a la publicación 

de la ley hubiesen prestado servicios de apuestas en línea a través de plataformas digitales en 

los treinta y seis meses previos a la entrada en vigencia de las disposiciones del proyecto de 

ley5. 

El informe de la Comisión de Economía de la Cámara de Diputadas y Diputados 

recoge la explicación de la Subsecretaria de Hacienda, señora Heidi Berner H., respecto de 

las indicaciones presentadas que modifican los artículos transitorios del proyecto de ley. En 

este sentido, sostuvo que en respuesta a las solicitudes planteadas en la misma Comisión y 

en la mesa de asesores respecto de este régimen transitorio, se formuló una nueva propuesta 

(sistema extraordinario), que considera dos tipos de medidas:  

i) Se mantiene entrada en vigencia inmediata de la ley, pero se complementa con una 

autorización para operar desde aquel momento, bajo normas transitorias que aseguren 

estándares mínimos de operación. 

ii) Respecto de la gradualidad de aplicación, se podrá operar a partir de la entrada en 

vigencia bajo normas transitorias, y que será posible solicitar una licencia definitiva sin 

impedimentos si los operadores se acogen a un sistema voluntario y extraordinario de 

declaración de intereses, primas, comisiones o cualquier forma de remuneración por servicios 

no declarados y captación de usuarios, entendiendo que así se eliminaría el cooling off. 

El artículo cuarto transitorio fue aprobado y establece que los contribuyentes que se 

acojan al sistema extraordinario deberán declarar y pagar un impuesto único y sustitutivo 

que se determinará conforme a dos componentes con justificaciones económicas distintas: 

  a) Componente por servicios no declarados, que se basa en el no pago de impuestos 

por el periodo de declaración (treinta y seis meses previos). Para el cálculo de la base 

imponible, los contribuyentes deberán declarar los ingresos brutos obtenidos por los 

servicios de apuestas en línea, por sí y por todas las entidades que formen parte de su grupo 

empresarial, que hayan sido utilizados dentro del territorio nacional o sean atribuibles a su 

actividad en él, en atención a los criterios del inciso tercero del artículo 5 del decreto ley 

 
5 Previamente en las indicaciones propuestas por el oficio N°163-371 del Presidente de la República de 12 de 

septiembre de 2023 se incorporaba como medida excepcional para que los solicitantes que hubieren incurrido 

en el desarrollo de la actividad previo a la vigencia de la ley pudieran exceptuarse del cumplimiento del requisito 

siempre que demostrare haberse sometido previamente al “procedimiento voluntario y extraordinario de 

declaración de impuestos”. 
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N°825, de 1974, en los últimos 36 periodos tributarios en los términos del numeral 5 del 

artículo 2° del mismo cuerpo legal. Si el contribuyente prestó los servicios por un plazo 

continuo o discontinuo inferior al señalado, deberá acreditarlo fehacientemente ante el SII. 

 Según la definición de la propuesta, para estos efectos, se entenderá como ingreso 

bruto el monto total de las apuestas en línea realizadas por los usuarios a un objeto de apuesta, 

menos los premios entregados a éstos en dicho objeto, durante el período señalado en el 

párrafo anterior. El contribuyente deberá acompañar antecedentes que permitan acreditar los 

ingresos percibidos y los premios efectivamente pagados en el plazo señalado en el inciso 

anterior. En el caso de las apuestas cruzadas, (operadora no obtiene como ingreso propio las 

cantidades apostadas), se considerará ingreso bruto la prima, comisión o cualquier otra forma 

de remuneración cobrada por el operador. 

Estos ingresos brutos se sujetarán a un impuesto que se aplicará con una tasa de 31%. 

b) Componente por captación de usuarios. Adicionalmente, los contribuyentes 

deberán pagar un impuesto de un monto equivalente a 0,07 de una unidad tributaria mensual 

por cada una de las cuentas de apuestas que hayan tenido movimientos en el periodo de 

declaración establecido. 

El proyecto establece que la suma de ambos componentes indicados en los literales 

a) y b) corresponderá al impuesto único y sustitutivo de los demás impuestos que pudieron 

haber gravado los servicios señalados. De dicho valor se podrán descontar los pagos 

efectuados por concepto de impuesto a las ventas y servicios correspondientes al mismo 

periodo en relación con el cual se paga el impuesto único y sustitutivo, respecto de servicios 

de apuestas, juegos de azar, casinos o similares, en línea o a través de plataformas digitales. 

Con todo, el impuesto que se determine después del descuento no podrá ser inferior a 1.000 

unidades tributarias mensuales por año o fracción de año en que el declarante afirme haber 

operado en el país, con un máximo de tres años. 

La declaración debe ser presentada por el contribuyente al SII previo a la presentación 

de su solicitud de licencia transitoria o general, junto con todos los antecedentes de hecho y 

de derecho en que se funde, los que deberán permitir tener por acreditado el cumplimiento 

de los requisitos de este sistema transitorio y extraordinario de declaración.  

La disposición transitoria propuesta establece como procedimiento que el Servicio de 

Impuestos Internos deberá girar en el acto el impuesto único y sustitutivo determinado por 

el contribuyente y que el pago de este impuesto deberá efectuarse dentro de los diez días 

hábiles siguientes a la notificación del respectivo giro, y deberá dejarse constancia del pago 

en el expediente respectivo. Asimismo, establece que el SII dispondrá del plazo de doce 

meses contado desde la fecha del pago del impuesto, para la fiscalización del cumplimento 

de los requisitos que establece este artículo y la correcta determinación del impuesto. 

Vencido el referido plazo se presumirá de derecho que la declaración del contribuyente y los 

antecedentes en que se funda han sido presentados en conformidad a sus disposiciones. 
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El impuesto de este sistema extraordinario no podrá utilizarse como crédito contra 

impuesto alguno, ni podrá deducirse como gasto en la determinación del mismo impuesto 

único ni de ningún otro tributo. 

Este sistema extraordinario no será aplicable a aquellos contribuyentes que a la fecha 

de entrada en vigencia de la ley hayan sido objeto de una citación, liquidación, reliquidación 

o giro por parte del SII, que diga relación con los intereses, primas, comisiones o cualquier 

otra forma de remuneración que se pretenda incluir en la declaración a que se refiere este 

artículo, ni aquellos respecto de los cuales concurra una causal de rechazo de solicitud de 

licencia de operación en los términos del artículo 13 del proyecto de ley.  

El efecto de acogerse a este régimen excepcional de pago del impuesto único y 

sustitutivo es el siguiente: se presumirá de derecho la buena fe del contribuyente respecto de 

la omisión de declaración o falta de cumplimiento de las obligaciones respectivas. Conforme 

a ello, y sobre la base del mérito de la resolución del SII que acredite el cumplimiento de las 

condiciones establecidas para acogerse al sistema establecido por el artículo cuarto 

transitorio o el plazo de doce meses, se extinguirán de pleno derecho las responsabilidades 

civiles, penales o administrativas derivadas del incumplimiento de las obligaciones 

establecidas por la legislación tributaria, con anterioridad a la presentación de su solicitud. 

Con todo, las demás responsabilidades penales, civiles, administrativas, o cualquier 

otra, que derive del incumplimiento de la normativa vigente previo a la entrada en operación 

del solicitante que obtenga una licencia de acuerdo con las disposiciones que propone el 

proyecto de ley, podrán hacerse efectivas y en ningún caso podrán entenderse extinguidas 

por algún precepto de esta ley. 

Para postular a una licencia transitoria o licencia general la empresa interesada deberá 

presentar un certificado emitido por el SII que declare haberse acogido al sistema 

extraordinario respecto de todas las entidades de su grupo empresarial que hayan ofrecido 

sus servicios en Chile.   

Lo anterior es sin perjuicio de los demás antecedentes, documentos y declaraciones 

que deba presentar, incluyendo una declaración jurada de no encontrarse afecto a ninguno 

de los criterios establecidos en el artículo 13, número 9. Si con posterioridad a la autorización 

de la licencia de operación, la Superintendencia verifica la concurrencia de alguno de los 

criterios del precitado artículo 13 numeral 9 respecto del contribuyente o de alguna de las 

entidades de su grupo empresarial, deberá invalidar la resolución que otorgue la licencia 

conforme al artículo 53 de la Ley N°19.880, sin perjuicio de las sanciones que correspondan 

por la entrega de información falsa. 

Ante las consultas sobre la retroactividad del sistema de impuesto único y el 

régimen transitorio, la Subsecretaria de Hacienda, señora Heidi Berner H., explicó en la 

tramitación en primer trámite constitucional que no es un impuesto retroactivo, sino que se 
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trataría de una tasa que se cobra para acogerse a operar. Si no se quiere pagar, debe esperarse 

el período de doce meses y entrar a operar como plataforma de servicios. 

A su vez, ante la misma consulta, el ex Director Nacional de Servicio de 

Impuestos Internos, señor Hernán Frigolett, explicó que en la medida que se apruebe la ley, 

el Servicio estará ante un mandato legal y como tal, el SII deberá cumplir con lo que disponga 

la norma. Agregó que el Código Tributario establece una regla general de irretroactividad y 

como norma de rango legal puede ser modificada por otra norma de igual jerarquía, por lo 

que no es un inconveniente la modificación de este principio.  

Asimismo, explicó que el efecto práctico de las disposiciones transitorias es que 

las plataformas que actualmente prestan servicios de apuestas no pueden acceder a las 

licencias de operaciones y que existe un periodo entre la entrada en vigencia y la 

primera entrega de licencias en la que las plataformas de apuestas no podrán operar 

(hasta el otorgamiento de la licencia), periodo en que aplicará el régimen transitorio que 

posibilitará operar a las plataformas de apuestas en línea que cumplan con ciertos requisitos, 

incluyendo que el grupo empresarial no haya prestado este tipo de servicios, para ser 

utilizados en Chile, antes de la entrada en vigencia de la norma. Ahora bien, incluso si se ha 

incurrido en dicha conducta, considerada como contraria a la ley, la plataforma podrá operar, 

siempre y cuando se someta previamente al procedimiento voluntario y extraordinario de 

declaración de impuestos6. 

El proyecto de ley fue estudiado luego por la Comisión de Deportes y la 

Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputadas y Diputados respecto de aquellas 

disposiciones que fueran propias de las materias de su competencia. 

Con fecha 12 de diciembre de 2023 el proyecto de ley fue aprobado en general y 

en particular a la vez por la Cámara, pasando al Senado para el segundo trámite 

constitucional, específicamente a la Comisión de Economía y Comisión de Hacienda de 

dicha corporación.  

La Comisión de Economía expidió su primer informe de 8 de abril de 2024, 

recomendando aprobar en general el proyecto de ley en los términos presentados por la 

Cámara de origen. En dicho informe consta la importancia y finalidad de la regulación que 

se ha ido desarrollando en la tramitación y que ha sido definida en la etapa de tramitación 

actual por la Subsecretaría de Hacienda a partir de diversos problemas relacionados con las 

apuestas en línea, a saber: la falta de herramientas que permitan perseguir de manera eficiente 

el juego ilegal; inexistencia de trazabilidad respecto de los propietarios de las plataformas ni 

del origen de los fondos, lo que representa riesgos en materia de lavado de activos y 

financiamiento del terrorismo; los servicios se prestan de manera remota , lo que dificulta la 

formalización de las plataformas como sociedades en el país, para su debida fiscalización y 

 
6 CÁMARA DE DIPUTADAS Y DIPUTADOS. Informe de la Comisión De Economía, Fomento, Micro, 

Pequeña Y Mediana Empresa, Protección De Los Consumidores y Turismo recaído en el proyecto de ley que 

regula el desarrollo de plataformas de apuestas en línea. Boletín N°14.838-03. 
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la certificación de la aleatoriedad en el juego; existencia de una fuerte publicidad en los 

medios de comunicación, sin advertencias sobre los efectos adversos del juego o protección 

de niños, niñas y adolescentes; ausencia de políticas de juego responsable y prevención de 

la ludopatía; falta de resguardo de los derechos de los consumidores y garantías para la 

debida protección de sus datos personales y; una fuerte expansión de la oferta7. 

Por su parte, los principios que habrían inspirado la presentación de indicaciones 

por el actual Gobierno dicen relación con regular un mercado, más allá de los fines 

recaudatorios, que contemple un diseño de incentivos para la regularización/disuasión a la 

ilegalidad; así como reconocer la existencia de actuales operadores legales de sistemas de 

apuestas, permitiéndoles continuar con su actividad8. 

En síntesis, al objeto del análisis del presente informe, el proyecto de ley en 

discusión actual contempla que sus normas entrarán en vigencia el primer día del mes 

siguiente de su publicación, con el objeto de contar con las herramientas de persecución al 

juego ilegal previo a la dictación del reglamento (artículo primero transitorio). Para operar 

en el intertanto en que se dicte el reglamento, se establece un procedimiento de licencias 

transitorias para aquellos postulantes que no hayan operado ilegalmente en Chile en los 

últimos 12 meses (cooling off), y acrediten el cumplimiento de estándares técnicos de 

legislaciones que, de acuerdo con la Superintendencia de Casinos de Juego, contemplen 

estándares similares a los de la ley chilena, junto con el cumplimiento de otros requisitos 

(artículo segundo transitorio). 

En cambio, para los actuales operadores que desarrollarían la actividad “en la 

ilegalidad”, a entender del Poder Ejecutivo, se aplica una medida desfavorable que les impide 

solicitar licencias sino hasta transcurridos 12 meses desde que operaron ilegalmente (cooling 

off) y que, una vez vencido dicho plazo, deberán acreditar el pago de un impuesto único y 

sustitutivo con dos componentes: 31% de los ingresos brutos y 0,07 UM por cuentas de 

usuarios, considerando los 36 meses previos a la entrada en vigencia de la ley. 

Dicho impuesto, a juicio de la Subsecretaría de Hacienda, no se considera 

retroactivo, pues se establece como “[…] un impuesto único y sustitutivo de las obligaciones 

tributarias pendientes, no es un impuesto que grave a alguna actividad que anteriormente 

no lo estaba”, relacionada con el IVA que grava actualmente a los servicios de 

entretenimiento digital9. Además, el impuesto no sería retroactivo por cuanto no contempla 

la aplicación de multas e intereses respecto del periodo de 36 meses que se usa para el cálculo 

de la base imponible. 

 
7 SENADO. Informe de la Comisión De Economía recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite 

constitucional, que regula el desarrollo de plataformas de apuestas en línea. Boletín Nº 14.838-03, pp.7-8. 
8 Ibid., p. 9 
9 Ibid. p. 94. 
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La iniciativa se encuentra en segundo trámite constitucional ante la Comisión de 

Hacienda del Senado, con urgencia suma en su tramitación en virtud del mensaje 820-372 

de 19 de junio de 2024. 

C. De la sentencia de la Excma. Corte Suprema, causa rol N° 152.138-2022 

caratulada “Polla Chilena de Beneficencia S.A. con Mundo Pacífico S.A.” 

Con fecha 12 de septiembre del año 2023, la Excma. Corte Suprema en causa rol 

N° 152.138-2022 caratulada “Polla Chilena de Beneficencia S.A. con Mundo Pacífico S.A.” 

revocó la sentencia de primera instancia de la Iltma. Corte de Apelaciones de Santiago y 

acogió el recurso de protección. La sentencia tiene su origen en la acción de protección 

presentada por Polla Chilena debido a que no obtuvo respuesta del recurrido –proveedor de 

servicios de internet– respecto a una solicitud para bloquear sitios web de apuestas en línea 

por ser actividades supuestamente ilegales. 

En dicho fallo la Corte Suprema analiza las normas aplicables a los juegos de 

azar, razonando que, en Chile, la regla general es que los juegos de azar están prohibidos, a 

menos que sean expresamente autorizados por ley, como es el caso de la Polla Chilena de 

Beneficencia para los juegos y apuestas que administra. En otras palabras, todas las 

actividades de juego de azar en Chile son ilegales, salvo aquellas que hayan sido 

específicamente reguladas y autorizadas. Así, establece que la apuesta deportiva on line se 

encuentra proscrita en nuestro ordenamiento jurídico, revistiendo a las deudas contraídas en 

dichos juegos de azar de objeto ilícito, como asimismo sancionando penalmente a quienes 

posibilitan dicha actividad como a quienes participan de ella (considerando sexto). 

En ese sentido, la Excma. Corte Suprema razona que, siendo una actividad 

prohibida por regla general, nuestro ordenamiento jurídico establece en detalle las 

circunstancias excepcionales en las que se puede permitir. Esta regulación tiene como 

objetivo mitigar el potencial impacto social del juego, tal como lo indica el propósito 

declarado de la Ley Nº 19.995, según se expone en el mensaje presidencial del proyecto de 

ley (mensaje Nº 051-340/ 17 de junio de 1999), que busca proteger a las personas de las 

posibles consecuencias sociales del juego de azar.  

Al respecto, agrega que las apuestas deportivas se encuentran reguladas en el 

decreto ley N°1.298, que circunscribe la organización, administración, operación y control 

de este sistema exclusivamente a Polla Chilena de Beneficencia S.A, por lo que se excluye 

la posibilidad de ejecutar cualquier otra iniciativa de apuestas deportivas sin la expresa 

autorización legal (considerando séptimo). 

De esta forma, la sentencia entendió –erróneamente a nuestro juicio— que las 

apuestas deportivas online son juegos de azar, por lo que se encontrarían prohibidas por 

nuestro ordenamiento jurídico al adolecer de objeto ilícito. 

Por lo tanto, existiría un deber de proveedores de internet de bloquear servicios, 

contenidos y actividades ilegales en virtud del artículo 24, letra h) de la Ley N°18.168, Ley 
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General de Telecomunicaciones y la omisión del recurrido afectaría el derecho de propiedad 

del recurrente, pues afecta el ejercicio exclusivo sobre la apuesta deportiva. 

La sentencia no ha estado exenta de críticas, por ejemplo, por el razonamiento 

sobre una cuestión general –la licitud de una actividad– a partir de una acción de protección, 

que debiera limitarse al examen respecto de la transgresión de derechos fundamentales, y la 

confusión respecto a los juegos de azar y apuestas deportivas, cuando técnicamente son 

distintas10. 

A pesar del efecto relativo de las sentencias y del carácter cautelar o de amparo 

de la acción de protección, el Poder Ejecutivo se ha respaldado en esta decisión de la Corte 

Suprema para justificar algunas de las propuestas del proyecto de ley y, en particular, para 

defender que los juegos de azar y las apuestas serían por regla general una actividad ilícita. 

En efecto, la Subsecretaria de Hacienda, señora Heidi Berner H., ha sostenido que las 

plataformas que operan actualmente en Chile lo hacen de manera ilegal y que dicho criterio 

“[…] fue ratificado por la Corte Suprema en una sentencia de 12 de septiembre de 2023, 

ordenando a un proveedor de internet impedir el acceso a sus usuarios a dichas plataformas 

por tratarse de un servicio de carácter ilegal”11. 

III. De las apuestas en línea y su regulación 

En nuestro ordenamiento jurídico los juegos de azar se encuentran generalmente 

prohibida, salvo en los casos en que sean expresamente autorizados, como en el caso de los 

casinos o las loterías, ya que se basan principalmente en la suerte del jugador, en lugar de su 

habilidad, por lo que el resultado está determinado por factores aleatorios. 

Sin embargo, dicha prohibición no es trasladable a las apuestas. En el caso particular 

de las apuestas deportivas, estas se basan en el resultado de un evento deportivo, en el que la 

habilidad física, intelectual o estratégica de los participantes juega un papel importante. En 

este tipo de apuestas, el apostador no solo depende del azar, sino que también puede utilizar 

su conocimiento y análisis para aumentar sus posibilidades de ganar. Esta diferencia deriva 

en que las apuestas no sea una actividad ilícita o expresamente prohibida, cuestión que 

desarrollaremos en este apartado. 

A. La regulación constitucional y legal de los juegos de azar y apuestas 

En nuestro ordenamiento jurídico, al igual como sucede en el derecho comparado, la 

actividad del juego de azar ha sido intensamente regulada y generalmente, prohibida, salvo 

 
10 CONTARDO, Juan Ignacio. “Ilegalidad de los casinos y casas de apuestas deportivas en línea (comentario 

sobre la sentencia de la Corte Suprema rol n.º 152.138, caratulada Polla Chilena de Beneficencia S.A. con 

Mundo Pacifico S.A. d e 12 de septiembre de 2023” En: Derecho Público Iberoamericano, n.º 24, pp. 179-189 

[abril 2024] ISSN 0719-5354. 
11 SENADO. Informe de la Comisión De Economía recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite 

constitucional, que regula el desarrollo de plataformas de apuestas en línea. Boletín Nº 14.838-03. 
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ciertas excepciones sometidas a una estricta intervención pública. Esta realidad normativa, 

responde a una evolución histórica y cultural que ha situado a los juegos de competencia en 

oposición a los juegos de azar, a pesar de que el agon y el alea se manifiesten en condiciones 

simétricas y obedecen a una misma ley: la creación de reglas artificiales que le otorguen 

igualdad a los jugadores, aunque dependiente de factores diversos como lo son la suerte y el 

esfuerzo o habilidad personal y grupal12. 

Esta distinción ha repercutido en el tratamiento que el ordenamiento jurídico les ha 

otorgado a los juegos, y a partir de la cual se ha elaborado una tradicional clasificación entre 

juegos permitidos y otros prohibidos: son juegos permitidos, todas aquellas acciones que 

dependen de las habilidad o destreza del jugador, mientras que, en los juegos prohibidos, 

la nota esencial es la dependencia del acaso o del azar, independientemente de las habilidades 

del jugador.  

 

Nuestro Código Civil recoge esta distinción en sus disposiciones al establecer en el 

artículo 1466 que hay objeto ilícito en las deudas contraídas en los juegos de azar, en que 

impera y predomina la suerte. Por lógica consecuencia, en concordancia con el artículo 1462 

y 1682 del mismo Código, aquel acto o contrato en que impere el azar resulta sancionado con 

la nulidad absoluta. Esta regulación contrasta con los juegos de destreza física e intelectual 

regulados en los artículos 2260 y 2264 del Código Civil, en el título dedicado a los contratos 

aleatorios, los cuales sí están permitidos13.   

  

 Esta regulación civil del juego de azar coincide con la legislación penal, que tipifica 

como conductas ilícitas sancionables con penas privativas de libertad sólo cuando se juegue 

o apueste dinero y se realice en establecimientos destinados especialmente a ello 

denominados casas de juegos, tal como lo dispone el artículo 277 del Código Penal que 

sanciona a este respecto a los banqueros, dueños, administradores o agentes de casas de 

juegos de azar. Por su parte, el artículo 278 del citado cuerpo legal, sanciona también a los 

apostadores, sea que ganen o pierdan, disponiendo el artículo 279 el comiso del dinero o 

efectos puestos en juegos y los instrumentos, objetos y útiles destinados a él14.  El artículo 

495 N°14 impone multas al establecimiento de loterías, rifas o juegos de azar en las plazas, 

calles, ferias y otros sitios semejantes, mientras que los artículos 496 N° 27 y 499 N°6 

 
12 CAILLOIS, Roger. Los juegos y los hombres. La máscara y el vértigo. Fondo de Cultura Económica, México, 

1986, pp. 39 – 56. El autor construye su clasificación a partir de la oposición entre los juegos de azar y los 

juegos de competencia, para luego articular una tipología de los juegos dependiendo de si en una determinada 

práctica lúdica predomina la competencia (agon), el azar (alea), el simulacro (mimicry) o el vértigo (ilinix). 

Para una comprensión antropológica del juego y su estudio como fenómeno cultural véase HUIZINGA, Johan. 

Homo Ludens. Alianza Editorial, Madrid, 2007.   
13 DUCCI, Carlos. Derecho Civil. Parte General. Editorial Jurídica, Santiago, 1994, pp. 299 – 300. Asimismo, 

ALESSANDRI, Arturo. La nulidad y rescisión en el Derecho Civil chileno. Tomo I. Editorial Jurídica, Santiago, 

201, pp. 157 – 158.  
14 ETCHEBERRY, Alfredo. Derecho Penal. Pate especial. Tomo IV. Editorial Jurídica, Santiago, 1997, pp. 

276 – 277.  
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sancionan con multa y comiso las infracciones reglamentarias en materia de juegos y los 

enseres que sirvan para los juegos y rifas.  

 

 Esta doble prohibición de los juegos de azar convive con un conjunto de normas y 

cuerpos legales que permiten las prácticas asociadas a los juegos de azar, las cuales han 

autorizado la práctica, el funcionamiento y la explotación de distintas modalidades de juego 

tales como las loterías, bingos, apuestas y los casinos de juego de azar. En efecto, una 

frondosa legislación especial se ha encargado de regular las actividades del juego y que se 

remonta a 1890 con la Ley sobre loterías, la Ley N° 4.283 de 1928 sobre Casino de Juegos 

de Viña del Mar, la Ley N° 4.566 de 1929 sobre Hipódromos, la Ley N° 4.885 de 1930 que 

establecía una lotería de Beneficencia administrada por la Universidad de Concepción, la Ley 

N° 5.443 que autorizó a la Junta Central de Beneficencia para establecer la Polla Chilena de 

Beneficencia, la Ley N°10.262 de 1952 que habilita al Presidente de la Republica para 

autorizar rifas y sorteos, la Ley N° 13.039 de 1958 que en su artículo 29 creaba el casino y 

un Hipódromo en la ciudad de Arica, el decreto con fuerza de ley N° 120 de 1960 que fija 

las normas por las que se regirá la Polla Chilena de Beneficencia, la Ley N° 17.169 de 1969 

que estableció un casino en la comuna de Puerto Varas, y que posteriormente fue traspasado 

a su municipio por Ley N° 18.259 de 1983, la Ley N°18.568 de 1986 que derogó la Ley 

N°4.885 y estableció normas sobre la Lotería de Concepción, la Ley N° 18.936 de 1990 que 

autorizó el establecimiento de casinos de juego en la comuna de Iquique, Pucón y Puerto 

Natales de 1990, la Ley N° 19.995 que establece las bases generales para la autorización y 

fiscalización de casinos de juego, la Ley N° 20.662 de 2013 que introdujo modificaciones a 

la Ley N° 4.566 General de Hipódromos, y finalmente, la Ley N° 20.851 de 2015 que vino a 

regular la realización de bingos, loterías u otros sorteos organizados con fines de beneficencia 

y solidaridad. 

 

 Como es posible apreciar, la evolución legislativa de la actividad del juego en nuestro 

país, fue progresivamente legalizando diversas modalidades de juegos, autorizando su 

práctica, permitiendo su explotación lucrativa y suprimiendo la aplicación de la ley penal, 

sin que esta tendencia haya implicado remover definitivamente la prohibición que pesa sobre 

los juegos de azar, la cual sigue intensamente limitada por la exigencia de las dictación de 

leyes especiales y un control administrativo estricto y permanente sobre este tipo de 

actividades.  

 

1. La Constitución, la ley y la regulación de la actividad económica de los juegos de 

azar  

 

Nuestra Constitución Política en la cláusula de dominio legal máximo reserva 

expresamente a la ley la regulación del juego, tal como lo dispone el artículo 63 numeral 19 

referida expresamente a distintas modalidades de juego y el numeral 20, que establece una 

regla básica que ordena al legislador regular los contenidos y condiciones esenciales de una 
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determinada actividad o sector de la realidad, mediante la dictación de un cuerpo normativo 

general y obligatorio. La citada norma clausura señala:  

 

“Sólo son materias de ley: 

19) Las que regulen el funcionamiento de loterías, hipódromos y apuestas en general, 

y 

20) Toda otra norma de carácter general y obligatoria que estatuya las bases 

esenciales de un ordenamiento jurídico”. 

  

 En este sentido, nuestro Tribunal Constitucional, interpretando el alcance del artículo 

63 Nº19 ha señalado que:  

 

“[…] atendidas las especiales características de esta actividad, el artículo 63, 

N° 19, de la Constitución dispone que sólo pueden ser materias de ley, entre 

otras, ‘las que regulen el funcionamiento de loterías, hipódromos y apuestas en 

general’. 

 

Por lo tanto, en la medida que los juegos de azar se desarrollen en alguna 

‘lotería’, entendiéndose por tal -según el Diccionario de la Lengua- un ‘negocio 

que se resuelve mediante la suerte o la casualidad’ o, lo que es igual, en una 

‘casa’ de azar, definida como un ‘establecimiento industrial o mercantil’ según 

el mismo léxico y el artículo 3°, N° 8°, del Código de Comercio, entonces su 

funcionamiento sólo puede tener lugar si una ley así lo regula previa y 

expresamente […]” 

   

“[…] conforme a lo anterior, la licitud o ilicitud del negocio está dada por la 

presencia o no de la ley que regula esta específica actividad. Así, por ejemplo, 

serán consideradas lícitas las actividades contempladas en los cuerpos 

normativos que se reseñan: Ley N° 4.566, de 27 de marzo de 1929, que dispone 

que ‘los hipódromos establecidos por la autorización del Presidente de la 

República y que pertenezcan a sociedades fundadas con el primordial objeto de 

mejorar las razas caballares y obtengan personalidad jurídica de conformidad 

con las leyes, podrán organizar y mantener el sistema de las apuestas mutuas 

con arreglo a los reglamentos que se expidan por el Presidente de la República’. 

Lo mismo ocurre en el caso de los casinos de juego autorizados por la Ley N° 

19.995, de 7 de enero de 2005, cuyo artículo 3° establece que se entenderá por 

juegos de azar ‘aquellos juegos cuyos resultados no dependen exclusivamente de 

la habilidad o destreza de los jugadores, sino esencialmente del acaso o de la 

suerte, y que se encuentran señalados en el reglamento respectivo y registrados 

en el catálogo de juegos’. Agregando el artículo 5° que ‘los operadores sólo 

podrán explotar los juegos de azar que esta ley y sus reglamentos autoricen y 
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siempre que cuenten con la licencia para ello. Los juegos de azar cuya licencia 

haya sido otorgada al operador, deberán ser explotados por éste en forma 

directa, quedando prohibida toda transferencia, arrendamiento, cesión o entrega 

de su explotación a terceros a cualquier título’[…]15” (el destacado es nuestro). 

 

 Por tanto, la actividad del juego de azar se encuentra, por regla general prohibida, 

siendo contrario al ordenamiento jurídico chileno, adolece de objeto ilícito y puede resultar 

sancionada penalmente, a menos que una ley lo autorice, descartando con ello cualquier 

posibilidad de descargar en reglamentos o normas infralegales los aspectos normativos y 

regulatorios para el desarrollo de los juegos permitidos. Ambas normas constitucionales, 

deben ser concordadas, además, con el artículo 19 N°21 del CPR que consagra la garantía a 

desarrollar una actividad económica lícita.  

 

 Al respecto, es importante precisar que la garantía de reserva de ley que establece la 

Constitución no define por sí misma la licitud o ilicitud de una actividad, sino que su función 

dice relación con la exigencia de la regulación mediante norma de rango legal respecto a lo 

dispuesto en el artículo 63 numeral 19 de la CPR, referida expresamente a distintas 

modalidades de juego y a las apuestas en general. 

 

 En nuestro ordenamiento jurídico se regulan tres tipos de juegos de azar: los bingos, 

loterías o sorteos con fines benéficos o de solidaridad, las loterías y los casinos de juego16.  

   

Entre las primeras, cabe destacar la Ley N° 20.851 destinada a regular la realización 

de bingos, loterías u otros sorteos similares de bienes muebles siempre que se realicen con 

propósitos solidarios o de beneficencia a favor de terceros o para el financiamiento de los 

fines propios de cada institución. Los sujetos de derecho que la citada ley habilita para 

realizar actividades de juegos de azar como bingos, rifas o sorteos, se menciona a las juntas 

de vecinos y demás organizaciones comunitarias constituidas en conformidad con la Ley 

N°19.418, a las fundaciones y corporaciones reguladas por el Código Civil, a los centros de 

alumnos, centros generales de padres y apoderados, las asociaciones gremiales y las 

organizaciones deportivas. Para la realización de estas actividades, nos recuerda a ley, bastará 

con que dichas organizaciones lo comuniquen por escrito y con 24 horas de anticipación al 

municipio respectivo. Debido a la finalidad de las actividades de juego y la aplicación de los 

recursos obtenidos, no serán considerados juegos de azar según la definición contenida en la 

Ley N°19.995 y tampoco incurrirán sus participantes y organizadores en las conductas 

descritas en los artículos 277 a 279 del Código Penal. En razón de los anterior, es posible 

afirmar que la Ley N°20.851 consagra implícitamente un derecho legal a “jugar por 

 
15 STC, Rol Nº 2758-2014. Una interpretación similar a realizado la Contraloría General de la República, 

dictámenes Nº29.304 de 2013 y Nº31.241 de 2015.   
16 CONTARDO, Juan Ignacio. “Obligaciones y responsabilidad civil” en: Revista Chilena de Derecho Privado, 

Fundación Fernando Fueyo, 2015, N° 25, pp.203-215.  
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consideraciones benéficas” cuyo objeto de protección es la actividad del juego la cual se 

adscribe y en enmarca en el contenido iusfundamental de la libertad de asociación de la cual 

son titulares las organizaciones civiles y asociaciones comunitarias.    

 

 En segundo lugar, entre los juegos de azar permitidos es posible mencionar las 

denominadas “loterías”, las cuales son administradas en nuestro país por dos instituciones: 

la Lotería de Concepción que opera desde 1929 y luego fue regulada por la Ley N°18.568 de 

1986 y la Polla Chilena de Beneficencia, creada mediante la Ley N°5.433 de 1934 como un 

sistema de sorteos combinados con los resultado de alguna carrera clásica de los hipódromos, 

posteriormente regulada por el decreto supremo N°152 de 1980 que establece el texto 

refundido, coordinado y sistematizado del D.F.L. N°120 de 1960 que estableció la Ley 

Orgánica de Polla Chilena de Beneficencia, otorgándole el carácter de empresa del Estado, 

transformándose en sociedad anónima por Ley N°18.851 de 1989.  

 

 Finalmente, nuestro ordenamiento jurídico permite la práctica de los juegos de azar 

en los casinos de juego regulados por leyes especiales y la Ley N°19.995. Este último cuerpo 

legal vino a fijar las bases generales para la autorización, funcionamiento y fiscalización de 

casinos de juego, quebrando con ello la tendencia de nuestra legislación nacional de crear 

casinos en determinadas localidades, de forma casuística, sin considerar criterios 

económicos, sociales y turísticos17.   

 

En cuanto a su contenido, la Ley N° 19.995 regula la autorización, funcionamiento, 

operación, administración y fiscalización de los recintos destinados como casinos de juego, 

así como los juegos de azar que en ellos se desarrollan. La ley, en su artículo 3 letra a) define 

por juegos de azar aquellos juegos cuyo resultado no depende exclusivamente de la habilidad 

o destreza de los jugadores, sino esencialmente del acaso o de la suerte, y que se encuentran 

señalados en el reglamento respectivo y registrados en el catálogo de juegos. Según lo 

dispuesto por los artículos 4°, 5° y 6° de la Ley N° 19.995, sólo los operadores con licencia 

pueden explotar de forma directa los juegos de azar incorporados oficialmente a un “Catálogo 

de Juegos” aprobados por resolución dictada por la SCJ, los cuales se podrán desarrollar 

únicamente en los casinos de juego amparados por el correspondiente permiso de operación. 

A su vez, en dichos establecimientos los operadores sólo podrán utilizar las máquinas e 

implementos de juegos de azar que se encuentren previamente homologados e inscritos en 

un registro que lleva la autoridad fiscalizadora. Por su parte, la función fiscalizadora se 

encuentra radicada en la SCJ, que es la encargada de resolver las solicitudes de permiso de 

operación y controlar la administración y fiscalización de los casinos de juego.  

 

Al igual como sucede con otras legislaciones especiales que regulan los juegos de 

azar, en virtud del artículo 56 de la Ley Nº19.995, no resultan aplicable ni a los organizadores 

 
17 CONGRESO NACIONAL. Historia de la Ley N° 19.995. Biblioteca del Congreso Nacional, 2005, p. 5.  
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ni a los jugadores las sanciones penales establecidas en los artículos 277 a 279 del Código 

Penal.  

 

Como se desprende del análisis realizado, nuestro ordenamiento jurídico arranca de 

una prohibición general de los juegos de azar sujetando dicha actividad a la reserva de ley, 

tal como lo ordena la CPR. Esta regulación legal, además, determina los contenidos y 

condiciones de realización de la actividad de los juegos de azar, entrega a determinados 

organismos del Estado las competencias normativas para intervenir en materia de juegos. 

Ahora bien, esta densa actividad regulatoria y de ordenación de los juegos de azar encargada 

de cautelar el interés general, debe conciliar con la libertad e iniciativa privada garantizado 

en el artículo 19 Nº 21 de la CPR que protege el derecho a desarrollar cualquiera actividad 

económica que no sea contraria a la moral, al orden público o a la seguridad nacional, la cual 

debe ejercerse respetando las normas legales que la regulen. Es precisamente, esta 

disposición constitucional la que permite identificar el presupuesto normativo de la actividad 

económica del juego, y en particular, la operación y explotación de apuestas, la cual 

pasaremos a analizar a continuación.  

 

B. De la regulación de las apuestas como actividad lícita 

La regulación que revisamos sobre los juegos de azar no resulta aplicable a las 

apuestas, debido a que se basan en supuestos totalmente distintos. Ya señalamos que si bien 

ambos conceptos suelen confundirse u homologarse son técnicamente distintos. Ambos 

comparten el objetivo de obtener una ganancia económica a través de una apuesta, sin 

embargo, se diferencian sustancialmente en su naturaleza y enfoque. 

Los juegos de azar se basan principalmente en el factor suerte, por lo que el resultado 

final depende en gran medida de elementos aleatorios, donde la habilidad del jugador tiene 

una influencia mínima o nula. Por esta razón, los juegos de azar suelen estar prohibidos por 

ley en la mayoría de las jurisdicciones, salvo en casos excepcionales donde se otorguen 

licencias específicas, como en casinos o loterías. En cambio, las apuestas giran en torno al 

resultado de ciertos eventos, como puede ser un evento deportivo, donde influye la habilidad 

o destreza de las personas que juegan. Así, es preciso concluir que las apuestas no deben ser 

consideradas como juegos de azar.  

En ese sentido, Claro Solar vincula la licitud o ilicitud con el azar y entiende que la 

apuesta es “[…] todo pacto sobre el resultado de ganancia o pérdida bajo una determinada 

condición. En realidad la apuesta sobre el resultado de un juego de azar participa de la 

naturaleza de este; y lo mismo ocurre con la apuesta sobre el resultado de un juego lícito. 
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Por eso el Código ha tratado conjuntamente y sometido a las mismas reglas, los contratos 

aleatorios de juego y apuesta”18. 

La normativa vigente en Chile sobre juegos y apuestas no menciona de forma 

específica las apuestas en línea. A nivel constitucional, el artículo 63 N° 19 de la CPR 

establece una reserva legal respecto a las apuestas en general, mientras que el artículo 19 

N°21de la CPR garantiza el derecho a desarrollar cualquier actividad económica que no se 

oponga a la moral, el orden público y a la seguridad nacional. 

A nivel legal, los artículos 2258 a 2263 del Código Civil del Título XXXIII de los 

contratos aleatorios, disponen una serie de reglas respecto a los juegos que no sean de azar y 

apuestas lícitos. Sin perjuicio de ello, las apuestas en línea no se encuentran mencionadas ni 

reguladas en la Constitución ni en la ley. En otras palabras, existe un vacío legal en cuanto a 

la regulación de las apuestas en línea en Chile, lo que significa que no hay una ley que las 

defina, las autorice o las prohíba de manera específica, lo que no deviene necesariamente en 

su ilegalidad. Es más, del mismo tratamiento del Código Civil sobre “juego y apuestas 

lícitos” (artículo 2259) se infiere que no todas las apuestas ni todos los juegos son ilícitos, 

aunque el código de Bello no definió expresamente qué apuestas se consideran lícitas, a 

diferencia de la regulación sobre los juegos. 

A diferencia de los juegos de azar, los juegos y las apuestas asociadas generan una 

especie de obligación natural, ya que no son exigibles a través de medios legales, pero sí 

permiten al receptor conservar los pagos realizados voluntariamente. La excepción son los 

juegos de habilidad o destreza, que generan verdaderas obligaciones civiles. Esto se relaciona 

con las regulaciones establecidas en los artículos 2258 y siguientes del Código Civil y en el 

artículo 1468 del mismo Código, que prohíben la repetición de los pagos realizados a 

sabiendas de una causa u objeto ilícito. 

Ante dicho silencio, la Exma. Corte Suprema ha definido la legalidad de las apuestas 

en base a la presencia del elemento suerte en el evento. En efecto, en una sentencia sobre la 

legitimidad de un canódromo, el máximo tribunal señaló: 

“[…] Respecto de los contratos de apuesta, el inciso segundo del artículo 2259 del 

Código Civil se limita a establecer que los hay lícitos o ilícitos, ya que expresa literalmente 

que los artículos que siguen son relativos a los juegos y apuestas ilícitas, y si bien, tratándose 

del juego el permiso primero del artículo 2259 declaró expresamente que eran ilícitos los de 

azar y nada, dijo sobre las apuestas ilícitas, el silencio del legislador no autoriza para 

estimar lícitas todas las apuestas, porque ello importaría contrariar el texto expreso del 

inciso segundo; en consecuencia, las apuestas que dependen del mero azar deben 

 
18 CLARO SOLAR, Luis. Explicaciones de derecho civil chileno y comparado. De las obligaciones, Santiago: 

Editorial Jurídica, 2013, vol. V, nº 898, p. 254 
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encontrarse ante la ley civil en iguales condiciones que los juegos de suerte, por lo que son 

ilícitas”19. 

Sin embargo, una parte de la doctrina ha entendido a partir de la interpretación de 

dichas normas, y en especial de los artículos 1460 y 2260 del Código Civil, que la definición 

de la existencia objeto ilícito “en las deudas contraídas en juegos de azar” y que “el juego y 

la apuesta no producen acción sino solamente excepción” una regla prohibitiva de dichas 

actividades, por lo cual toda apuesta que no haya sido autorizada expresamente por ley sería 

nula merecedora de nulidad absoluta20.  

De esta forma, mientras no exista una prohibición general, las apuestas sobre eventos 

que no dependan del azar –como juegos de destreza física o deportiva– seguirá siendo una 

actividad lícita en nuestra legislación, pues está permitida por el Código Civil21. En efecto, 

la reserva legal se cumple con la regulación relativa a los juegos de destreza física o 

intelectual, sin que exista una prohibición expresa para su desarrollo. 

Ahora bien, respecto a una exclusividad en la operación de apuestas relacionadas con 

competencias deportivas en aplicación del decreto ley N°1298, de 1975 que crea el sistema 

de pronósticos deportivos, modificado por la Ley Nº 19.909 de 2003 y por el decreto 164 de 

27 de abril de 2004 del Ministerio de Hacienda que fija el reglamento de sistema de 

pronósticos con modalidad de apuestas con premios predeterminados, es preciso señalar que 

en ninguna de estas normas se establece de manera expresa ni implícita un monopolio a favor 

de la Polla Chilena de Beneficencia de la que pueda desprenderse la ilicitud en el desarrollo 

de la actividad por otras empresas o personas en el mercado de las apuestas en línea. En 

efecto, la ley simplemente le autoriza en línea con el mandato del inciso segundo del artículo 

19 N°21 de la CPR –en virtud de su carácter de empresa del Estado– para organizar, 

administrar, operar y controlar un sistema de pronósticos y apuestas deportivas22. 

Dicho cuerpo legal lo que hace es crear un sistema de pronósticos y apuestas 

relacionado con ciertas competencias deportivas nacionales e internacionales, cuya 

organización, administración, operación y control corresponde a la empresa del Estado Polla 

Chilena de Beneficencia. El decreto ley detalla las modalidades de apuestas y premiación, el 

destino de los ingresos de cada concurso del sistema, el régimen impositivo de las tarjetas de 

apuestas y los premios que deban pagarse como resultado del sistema, como asimismo las 

 
19 Revista de Derecho y Jurisprudencia, Tomo XXXIII, 1936, sección I, p. 125. 
20 FERMANDOIS, Arturo. “La organización de las apuestas hípica: ¿una actividad amparada por la 

Constitución”. En: Revista Chilena de Derecho, Vol. 28, 2001, N°3, pp. 573-591. 
21 CONTARDO, Juan Ignacio. “Ilegalidad de los casinos y casas de apuestas deportivas en línea (comentario 

sobre la sentencia de la Corte Suprema rol n.º 152.138, caratulada Polla Chilena de Beneficencia S.A. con 

Mundo Pacifico S.A. d e 12 de septiembre de 2023” En: Derecho Público Iberoamericano, n.º 24, pp. 179-189 

[abril 2024] ISSN 0719-5354. 
22 CONTARDO, Juan Ignacio. “Ilegalidad de los casinos y casas de apuestas deportivas en línea (comentario 

sobre la sentencia de la Corte Suprema rol n.º 152.138, caratulada Polla Chilena de Beneficencia S.A. con 

Mundo Pacifico S.A. d e 12 de septiembre de 2023” En: Derecho Público Iberoamericano, n.º 24, pp. 179-189 

[abril 2024]. 
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utilidades que se deriven de él y las facultades que tiene la empresa estatal en la operación 

de dicho sistema en particular, mas no del mercado o de la industria en general. 

Finalmente, debemos tener presente la definición de apuesta en línea en el proyecto 

de ley, que no toma en cuenta el azar como un componente clave, a pesar de su importancia 

para determinar la legalidad de las operaciones, indica que la intención regulatoria es 

proporcionar una estructura para un mercado existente, no prohibirlo como una actividad 

ilegal. 

La industria de las apuestas en línea en Chile ha experimentado un crecimiento 

significativo en los últimos años, impulsado por las cambiantes tendencias del mercado. Este 

rápido avance ha dejado ver la necesidad de tener una regulación que responda y pueda 

adaptarse a las nuevas realidades del sector. La regulación es relevante por varios motivos, 

entre ellos, la protección a usuarios, fomentar el desarrollo responsable de la industria y 

generar ingresos fiscales para el Estado, adaptarse a las nuevas tecnologías como la 

inteligencia artificial y garantizar un mercado seguro y competitivo. 

Así, la apuesta en general y la apuesta en línea sobre eventos deportivos, al no 

depender del azar, constituye una actividad lícita en nuestro país. 

IV. El régimen constitucional de la potestad tributaria del Estado. Derechos 

tributarios  

A. La Constitución económica y sus fundamentos constitucionales. 

La Constitución Política de la República desarrolla en sus preceptos un mínimum 

constitucional que encauza las decisiones de los agentes económicos en la adopción de 

diversas opciones políticas o económicas y en la implementación de las medidas que 

permiten su concreción, siempre que se encuadren en el marco constitucional23.  

 

Es posible identificar entre los elementos esenciales que prefiguran la relación entre 

sistema político – constitucional y el sistema económico, la libertad económica y la 

intervención económica del Estado, que en tanto que hitos, demarcan un espacio amplio en 

el cual se pueden desplegar una gama de políticas económicas concretas24.    

 

Nuestro texto fundamental, establece en sus diversos preceptos, los principios, 

derechos, normas de organización y reglas que configuran el régimen económico de la Carta 

Fundamental25. Y es, en dichos enunciados normativos en que se condensan las coordenadas 

 
23 ZUÑIGA, Francisco. “Constitución económica y Estado empresario”. En: Revista de Derecho Público, N°63, 

Tomo II, p. 340. También en: RUIZ-TAGLE, P. “Principios constitucionales del estado empresario”. En: 

Revista De Derecho Público, N°62, pp. 48–65. https://doi.org/10.5354/rdpu.v0i62.43195 
24 Ibid., p. 343. 
25 CEA EGAÑA, José Luis. Derecho Constitucional Chileno. Tomo II. Ediciones PUC, Santiago, 2003, p. 503. 
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básicas de la actividad económica estatal y las garantías fundamentales de los ciudadanos en 

el orden económico. 

 

Para describir dicho régimen, la dogmática constitucional tradicional ha acudido al 

concepto de “Orden Público Económico” de raíz francesa y definir así la relación existente 

entre los diversos elementos de naturaleza económico presentes en la sociedad que permitan 

a todos los agentes económicos, en un marco subsidiario, el disfrute de sus garantías 

constitucionales de naturaleza económica de forma tal de contribuir al bien común y la plena 

realización de la persona26. Asimismo, se ha entendido el “Orden Público Económico” como 

un tipo especial de ordenación social en línea con un Estado mínimo que reúne un conjunto 

de principios y normas jurídicas que organizan la economía de un país y facultan a la 

autoridad para regularla de acuerdo con los valores de la sociedad articulados en la CPR27.  

 

Ahora bien, con un énfasis diverso, se ha formulado el concepto “Constitución 

económica”28 categoría de raíz germana que consagra las disposiciones y normas de 

principios que guían la actividad económica en general y la intervención económica del 

Estado, en particular. Dicha intervención, encuentra su justificación en el artículo 1° del texto 

constitucional que ordena al Estado satisfacer las necesidades públicas mediante la actuación 

de los diversos órganos públicos estatales dispuestos para el cumplimiento de dicho objetivo, 

y en que la Administración del Estado resulta insustituible. Para la realización de la finalidad 

estatal de satisfacción de necesidades públicas, la CPR le entrega a la Administración del 

Estado un conjunto potestades públicas y un elenco de estructuras organizativas que se 

relacionan con los ciudadanos y la sociedad en su conjunto. 

 

Como lo hemos señalado, forman parte de este “orden económico constitucional” al 

menos tres materias: tipo o tipos de propiedad, la forma de relación entre actores económicos 

y la distribución de roles entre el Estado y los actores económicos de la sociedad29. En ese 

mismo sentido, un autor ha señalado en cuanto a los contenidos de la categoría “Constitución 

Económica” el rol del Estado en sus dimensiones reguladoras, fiscalizadoras y empresario, 

 
26 FERMANDOIS, Arturo. Derecho Constitucional Económico. Tomo II. Ediciones Universidad Católica de 

Chile, Santiago, 2014, p. 29. 
27 CEA EGAÑA, José Luis. Derecho Constitucional Chileno. Tomo II. Ediciones PUC, 2003, Santiago, p. 503.  
28 Esta categoría es mucho más adecuada para referirse a los principios y reglas que contiene la Constitución y 

que sustentan el marco jurídico del proceso económico, que el concepto de “Orden Público Económico” de 

origen iusprivatista cuyos alcances doctrinales son más acotados y que desdibujan los contornos de las normas 

constitucionales que diseñan la institucionalidad económica. Véase GARCIA PELAYO, Manuel. 

“Consideraciones sobre las cláusulas económicas de la Constitución”, en Estudios sobre la Constitución 

Española de 1978, Facultad de Derecho de la Universidad de Zaragoza, 1979, p. 31. Asimismo, FERRADA 

BORQUEZ, Juan Carlos. “La Constitución Económica de 1980. Algunas reflexiones críticas” en: Revista de 

Derecho Universidad Austral de Chile, Volumen XI, 2000, pp. 49 - 50. ZÚÑIGA U. Francisco, “Constitución 

económica y Estado empresario”, en: Revista de Derecho Público, N° 63, 2001, pp. 339 – 374. 
29 ZÚÑIGA, Francisco, “Constitución económica y Estado empresario”, en: Revista de Derecho Público, N° 

63, 2001, p. 345. 
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los derechos fundamentales de las personas proyectados en garantías como la igualdad ante 

la ley, la igualdad ante la cargas, la libertad de emprender, la no discriminación en materia 

económica y el derecho de propiedad y, finalmente, los mecanismos normativos o garantías 

que resguardan el contenido y principios del régimen económico constitucional30.  

Así, el desarrollo dogmático de la “Constitución Económica” tiene un correlato 

positivo en las normas consagradas en el artículo 19 de la CPR: en el numeral 2° que consagra 

el principio general de igualdad ante la ley y la interdicción de la arbitrariedad, el numeral 

20 del texto fundamental asegura la igualdad y la justicia en materia tributaria, el numeral 21 

consagra la libertad para desarrollar cualquier actividad económica lícita y el estatuto del 

Estado empresario, el numeral 22 contempla el principio de igualdad y la interdicción de la 

arbitrariedad en materia económica, el numeral 23 regula el régimen general del derecho a la 

propiedad31 —que distingue entre el dominio público y dominio privado—, el numeral 24 

que regula el derecho de propiedad y sus diversas especies, más la garantía de la función 

social, y el numeral 25 que consagra la propiedad intelectual e industrial.  

 

De este conjunto de disposiciones constitucionales, se infieren, por una parte, normas 

de conducta dirigidas a los particulares (personas naturales, jurídicas y morales) articuladas 

bajo la técnica de los derechos fundamentales y sus respectivas garantías que otorgan un 

ámbito de protección al ciudadano en sus relaciones entre sí como con el Estado (la función 

subjetiva de los derechos fundamentales)32. A su vez, del texto constitucional se desprenden 

mandatos objetivos, normas de competencia y reglas de organización destinadas a encauzar 

y limitar la actuación del Estado en la economía cuyos contenidos se identifican con el 

ejercicio de potestades públicas, obligaciones y prohibiciones, tales como, la implementación 

de regímenes regulatorios, el establecimiento de tributos o de su exención, el deber estatal de 

repartir equitativamente los tributos y demás cargas públicas, la prohibición al Estado y sus 

órganos de emplear un trato discriminatorio y arbitrario a los particulares, así como con los 

principios y reglas que estructuran la organización del poder estatal para desarrollar sus 

competencias en materia económica33.   

 

Pues bien, es en dicho marco jurídico en que se sitúa y desarrolla el estatuto 

constitucional tributario y el poder estatal tributario, cuyas normas, instituciones y reglas 

resultan informados por la cláusula general de igualdad y su proyección en materia 

económica, la libertad económica y los deberes estatales destinados a asegurar y promover 

el bien común, vectores elementales del régimen constitucional, los cuales pasaremos a 

revisar a continuación.  

 
30 NAVARRO, Enrique. La Constitución económica chilena ante los Tribunales de Justicia. Ediciones 

Universidad Finis Terrae, Santiago, 2016, p. 33 
31 ZÚÑIGA, Francisco. “Constitución y dominio Público” en: Revista Ius et Praxis, 11 (2), pp. 65 – 101, 2005. 
32 Sobre la función subjetiva y objetiva de los derechos fundamentales, véase: PE ́REZ LUN ̃O, Antonio. Los 

derechos fundamentales. Tecnos, Madrid, 2004, pp. 19 – 29. 
33 FERRADA BORQUEZ, Juan Carlos. “La Constitución Económica de 1980. Algunas reflexiones críticas” 

en: Revista de Derecho Universidad Austral de Chile, Volumen XI, 2000, p. 50.  
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B. El régimen constitucional tributario  

El estatuto constitucional tributario, como una de las dimensiones de la Constitución 

económica, debe necesariamente complementarse y conjugarse con el resto de los preceptos 

constitucionales, a la luz de los principios y normas iusfundamentales que componen nuestro 

orden constitucional34.  

 

Específicamente en materia tributaria, se ha utilizado el concepto de “Constitución 

fiscal” o “Constitución tributaria”, comprendida en la categoría de “Constitución económica” 

para referirse al conjunto de principios jurídico-constitucionales que disciplinan el quién, 

cómo y cuándo tributar, el qué y cuánto tributar, estableciendo límites formales y materiales 

a la tributación35. Entre las primeras se mencionan el artículo 19 N° 20, 26, Art. 63 y 65 N°1 

de la CPR, mientras que en las segundas se incluyen los Arts. 1° a 7°de la Carta Fundamental 

y los números 2°, 21, 22, 23, 24 y 25 del artículo 19 de la CPR. 

 

Un concepto imprescindible del mencionado estatuto constitucional es la potestad 

tributaria que ostenta el Estado y la competencia que la Constitución le entrega para 

establecer, modificar y suprimir tributos, así como establecer deberes y prohibiciones 

tributarias36. Como bien lo ha recordado nuestro Tribunal Constitucional, la potestad 

tributaria del Estado es aquella facultad que tiene el Estado de establecer tributos por ley, 

modificarlos y derogarlos y que tiene por finalidad puede allegar recursos para satisfacer sus 

necesidades proveyendo al logro del bien común37. 

 

 La doctrina ha definido la potestad tributaria del Estado, como la facultad estatal para 

crear, modificar, derogar tributos de cualquier clase, determinando la forma, proporción, 

progresión de los mismos, como asimismo, para cobrarlos o establecer exenciones de ellos, 

ya sea respecto a determinadas categorías de personas o de bienes que se encuentren en un 

determinado territorio o jurisdicción o respecto de persona que residan en el extranjero por 

sus rentas de fuentes chilena, sujeto al respeto de los principios constitucionales y derechos 

fundamentales38. 

 

 
34 NOGUEIRA ALCALÁ, Humberto. Derechos Fundamentales y Garantías Constitucionales. Tomo 4, 

Librotecnia, Santiago, 2009, p. 21 
35 ALBURQUENQUE, Sergio. “La Constitución Tributaria en Chile” En: SAFFIE, Francisco y FAÚNDEZ, 

Antonio. Derecho tributario constitucional: en tiempos de decisión de una nueva Constitución, Valencia, 2021, 

pp. 91-92. 
36 MUÑOZ, Felipe y ALTAMIRANO, Marco. Derecho tributario parte general. Determinación de la 

obligación tributaria. LegalPublihing, Santiago, 2006, p. 24. 
37 STC Rol N° 1452. 
38 NOGUEIRA ALCALÁ, Humberto. Derechos Fundamentales y Garantías Constitucionales. Tomo 2, 

Librotecnia, Santiago, 2008, p. 500. 
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 Con un acercamiento similar al concepto de potestad tributaria estatal destacando sus 

límites formales y materiales, se le ha definido como el poder del Estado para imponer, 

suprimir, reducir o condonar tributos de cualquier clase o naturaleza, establecer exenciones 

o modificar los existentes y determinar la forma, proporción o progresión de los tributos, 

poder socialmente reconocido y que tiene como límite el respeto por los derechos y garantías 

establecidas en la Constitución y las leyes39. 

  

De las categorías analizadas, es posible deducir, naturalmente, el concepto de tributo, 

el cual puede ser entendido como aquella obligación pecuniaria que impone la ley a las 

personas para el cumplimiento de los fines de bien común propios del Estado40. Asimismo, 

otra definición de tributo la ha entendido como toda y cualquier obligación o prestación 

obligatoria, comúnmente en dinero, exigida por el Estado en virtud de su poder de 

imperio, y que permite a este cumplir con los fines de bien común, objeto de su existencia41.  

 

Ahora bien, es preciso señalar que el carácter contributivo del tributo como elemento 

que lo caracteriza como institución, no significa que no pueda ser utilizado con otros 

propósitos o finalidades, como ocurre con los llamados fines extrafiscales. Por ejemplo, se 

han identificado como fines extrafiscales, los impuestos especiales sobre tabaco y bebidas 

alcohólicas, que tratan de desincentivar el consumo como medida de salud pública42. 

 

Las categorías de tributos y potestad estatal tributaria arrancan del artículo 19 N°20 

de la CPR, disposición que consagra un conjunto de reglas y mandatos de actuación para los 

órganos del Estado. El citado artículo dispone lo siguiente: 

 

“La igual repartición de los tributos en proporción a las rentas o en la progresión o 

forma que fije la ley, y la igual repartición de las demás cargas públicas. 

     En ningún caso la ley podrá establecer tributos manifiestamente 

desproporcionados o injustos. 

     Los tributos que se recauden, cualquiera que sea su naturaleza, ingresarán al 

patrimonio de la Nación y no podrán estar afectos a un destino determinado. 

     Sin embargo, la ley podrá autorizar que determinados tributos puedan estar 

afectados a fines propios de la defensa nacional. Asimismo, podrá autorizar que los 

que gravan actividades o bienes que tengan una clara identificación regional o local 

 
39 MEZA, Bárbara y IBACETA, David. El principio constitucional de legalidad en materia tributaria. Tribunal 

Constitucional de Chile, Santiago, 2007, p. 42 
40 EVANS DE LA CUADRA, Enrique. Los Derechos Constitucionales. Tomo II. Editorial Jurídica, Santiago, 

2004, p. 284 
41 NAVARRO B., Enrique. La Constitución económica chilena ante los Tribunales de Justicia. Ediciones 

Universidad Finis Terrae, Santiago, 2016, p 139 
42 PÉREZ ROYO, Fernando. Derecho  financiero y tributario. Parte general, Thomson Reuters, Navarra, 2017, 

pp. 42-43. 
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puedan ser aplicados, dentro de los marcos que la misma ley señale, por las 

autoridades regionales o comunales para el financiamiento de obras de desarrollo” 

 

 Asimismo, el artículo 63 de la CPR, al establecer las materias reservadas de ley, 

dispone que:  

“Sólo son materias de ley: 

14) Las demás que la Constitución señale como leyes de iniciativa exclusiva del 

Presidente de la República”. 

 

 Por su parte, el artículo 65 de nuestro texto fundamental, en su inciso 4°, numeral 1° 

establece como materias de ley de exclusiva iniciativa del Presidente de la República:  

 

Las leyes pueden tener origen en la Cámara de Diputados o en el Senado, por 

mensaje que dirija el Presidente de la República o por moción de cualquiera de sus 

miembros. Las mociones no pueden ser firmadas por más de diez diputados ni por 

más de cinco senadores. 

     Las leyes sobre tributos de cualquiera naturaleza que sean, sobre los 

presupuestos de la Administración Pública y sobre reclutamiento, sólo pueden tener 

origen en la Cámara de Diputados. Las leyes sobre amnistía y sobre indultos 

generales sólo pueden tener origen en el Senado. 

     Corresponderá al Presidente de la República la iniciativa exclusiva de los 

proyectos de ley que tengan relación con la alteración de la división política o 

administrativa del país, o con la administración financiera o presupuestaria del 

Estado, incluyendo las modificaciones de la Ley de Presupuestos, y con las materias 

señaladas en los números 10 y 13 del artículo 63. 

     Corresponderá, asimismo, al Presidente de la República la iniciativa exclusiva 

para: 

     1º.- Imponer, suprimir, reducir o condonar tributos de cualquier clase o 

naturaleza, establecer exenciones o modificar las existentes, y determinar su forma, 

proporcionalidad o progresión” 

 

Como se desprende de los conceptos y preceptos constitucionales analizados, el 

reconocimiento de la potestad estatal tributaria, como poder reglado, y del tributo como una 

sus más relevantes manifestaciones, y que constituyen una traducción específica del poder 

público general destinado a coadyuvar en el cumplimiento de los fines de bien común que se 

le encomiendan al Estado, encuentran sus condiciones de ejercicio y límites de actuación en 

un conjunto de principios y normas constitucionales, entre los cuales cabe destacar el 

principio de legalidad tributaria, el derecho a la igualdad y el principio de irretroactividad 
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tributaria. Dichos límites se han establecido en defensa de la propiedad que se grava y de la 

potestad impositiva43. 

 

1. Principio de legalidad tributaria 

 

Una de las limitaciones a la potestad estatal tributaria se encuentra estrechamente 

vinculada a las normas y principios incorporados en la Constitución Política. En efecto, en el 

ejercicio de la potestad tributaria el legislador debe respetar los principios y derechos 

fundamentales consagrados en la Carta Fundamental, con la finalidad de que los tributos sean 

justos y que a través de su aplicación se obtenga el máximo de equidad evitando con ello, 

tratos preferentes en favor de algunos como aquellas situaciones de hecho o de derecho que 

perjudiquen a otros44.   

 

  El principio de legalidad tributaria, que en nuestro país tiene sus primeros 

antecedentes en la Constitución de 181245, establece que sólo en virtud de una ley pueden 

establecerse tributos, los que son de iniciativa exclusiva del Presidente de la República y su 

discusión solo puede tener su origen en la Cámara de Diputados, en conformidad a lo 

dispuesto en los artículos 65 número 1 y 65 inciso 2° de la CPR46. Como bien lo recuerda un 

autor, la potestad tributaria y la habilitación de la Administración Pública para el 

establecimiento de tributos se encuentra sometida por el principio de legalidad47. Lo 

anteriormente señalado implica que, por mandato constitucional, debe determinarse 

minuciosamente en la ley las condiciones sustantivas del ejercicio de dicha potestad, lo cual, 

sin duda, comprende su sujeción al principio de reserva de ley que impide que el Poder 

Ejecutivo regule una materia que ha sido especialmente reservada por la Constitución al 

órgano legislativo, único habilitado para modificar o derogar tributos48.  

 

De este modo, puede inferirse que la Constitución ha reservado a la ley el 

establecimiento de los tributos, así como también los elementos esenciales de la relación 

tributaria49. Asimismo, le corresponde al legislador tributario determinar las exenciones 

 
43 MUÑOZ, Felipe y ALTAMIRANO, Marco. Derecho tributario. Parte General. LegalPublishing, Santiago, 

2006, p. 25. 
44 Ibid., p. 26. Los autores reconocen, a su vez, otros dos límites a la potestad tributaria: el político y el 

internacional. En el mismo sentido, NOGUEIRA ALCALÁ, Humberto. Derechos Fundamentales y Garantías 

Constitucionales. Tomo 2, Librotecnia, Santiago, 2008, p. 502. 
45 TRIBUNAL CONSTITUCIONAL y DIARIO OFICIAL. Las Constituciones Políticas de la República de 

Chile. 1810 – 2015. Santiago, 2005, p. 62.  
46 NAVARRO B., Enrique. La Constitución económica chilena ante los Tribunales de Justicia. Ediciones 

Universidad Finis Terrae, Santiago, 2016, p 146. 
47 BERMEJO VERA, José. Derecho Administrativo. Parte Especial. España, Thomson Civitas, 2009, p. 91. 
48 NOGUEIRA ALCALÁ, Humberto. Derechos Fundamentales y Garantías Constitucionales. Tomo 2, 

Librotecnia, Santiago, 2008, p. 500. 
49 FERMANDOIS, Arturo. Derecho Constitucional Económico. Tomo II. Ediciones Universidad Católica de 

Chile, Santiago, 2014, p. 153  
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tributarias, las conductas infraccionales y las sanciones administrativas asociadas al ejercicio 

de la potestad tributaria de policía. 

 

Como bien lo ha explicitado nuestro Tribunal Constitucional, al desarrollar el 

contenido del principio de legalidad tributaria:  

 

“Que este principio consiste en que la ley es la norma jurídica llamada a determinar 

los elementos esenciales que configuran la obligación tributaria, cuales son el 

hecho gravado, la base imponible, el sujeto obligado y la tasa o cuantía del tributo 

a aplicar sobre la base imponible. La garantía fundamental que entraña para toda 

persona la consagración constitucional de esta reserva legal se satisface si el 

legislador es quien directamente determina cada uno de esos elementos, si bien la 

precisión cuantitativa de la base imponible puede quedar entregada a la autoridad 

de aplicación del impuesto, como ocurre en todos los tributos ad valorem, en que el 

establecimiento de la base de cálculo para la aplicación de la tasa es efectuado por 

la administración tributaria, observando rigurosamente los procedimientos y 

criterios de avaluación o determinación contemplados por la ley[…]50” (el destacado 

es nuestro) 

 

En el mismo sentido, el TC ha precisado que:  

 

“[…]los elementos de la obligación tributaria deben quedar suficientemente fijados 

y determinados en la ley, lo que en definitiva dice relación con el hecho imponible, 

los sujetos obligados al pago, el procedimiento para determinar la base imponible, 

la tasa, las situaciones de exención y las infracciones. Se trata de un principio que 

de acuerdo a sus orígenes históricos se encuentra fuertemente vinculado al principio 

de soberanía nacional y que, en el ámbito tributario, importa la exigencia de que una 

ley sea la que determine las cargas fiscales que se deben soportar, así como que el 

contribuyente pueda conocer con suficiente precisión el alcance de sus obligaciones 

fiscales, de manera que no quede margen a la arbitrariedad51”. 

 

Como una consecuencia lógica de este principio de legalidad tributaria, es que se 

infiere la reserva constitucional de entregar a la ley el establecimiento de exenciones o 

beneficios tributarios, tal como lo establecen los ya citados artículos 19 N°20, 63 y 65 de la 

CPR, en particular, esta última disposición. En ese sentido, tal como se exige a cualquier otra 

medida o acto legislativo —favorable o de gravamen—, la circunstancia de definir en un 

sistema excepcional la obligación de pago del tributo o de instaurar regímenes legales que 

otorguen beneficios, deben ser establecidos por el legislador y, por tanto, ajustar su 

 
50 STC Rol Nº 822.  
51 STC, Rol N°2038. 
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contenido y condiciones a los principios de legalidad, igualdad tributaria e interdicción 

de la arbitrariedad, así como de irretroactividad.  

 

En efecto, las decisiones que digan relación o afecte a los tributos del Estado, no sólo 

se encuentra reservados al legislador, sino que también se encuentra sujeto a la cláusula 

general de la igualdad y sus proyecciones en la Constitución económica —como sucede, por 

ejemplo, en los artículos 19 N°20, 21 y 22 de la CPR—y la prohibición de trato arbitrario, 

dado que la Constitución (artículos 19 N°s 2 y 22 de la CPR) proscribe toda forma de 

discriminación arbitraria, cualquier exención otorgada a ciertos contribuyentes de la 

obligación de pago o la imposición de ciertas obligaciones o impuestos debe ser totalmente 

coherente con los principios de legalidad e igualdad tributaria, por lo que las discriminaciones 

establecidas debe ajustarse en su total contenido a los principios de legalidad e igualdad 

tributaria52. 

 

Este razonamiento encuentra su fundamento positivo en el artículo 19 N°22 de la 

CPR, cuyo inciso primero permite reconocer una manifestación específica del principio de 

igualdad ante la ley en el trato que el Estado o sus organismos deben dar a los particulares en 

el ámbito económico, introduciendo, en su inciso segundo, como exigencia central para 

impartir tratos diferenciados mediante el establecimiento de beneficios directos o indirectos 

en favor de personas, sectores, actividades o zonas geográficas, la dictación de una ley, 

excluyendo a su vez, discriminaciones injustas causadas por leyes o actos de autoridad, esto 

es, que resulten arbitrarias53.  

   

Ahora bien, junto con el mandato constitucional que reserva al legislador la 

regulación de los tributos, es posible identificar la existencia de límites materiales que el 

texto fundamental impone al contenido de la norma legal tributaria. En efecto, como se ha 

venido analizando, el principio de legalidad tributaria no sólo despliega una dimensión 

formal, sino también exhibe una dimensión sustantiva que permite conectar su contenido con 

preceptos constitucionales que, en su conjunto, delimitan y determinan la actividad 

legislativa tributaria, tales como el derecho a la igualdad ante ley, la interdicción de la 

arbitrariedad, la cláusula de esencialidad de los derechos y el repertorio de derechos 

fundamentales que consagra la Constitución en materia económica de los cuales es posible 

desprender la aplicación del principio de irretroactividad tributaria. Estos principios y reglas 

iusfundamentales operan como parámetros de control de los enunciados normativos 

desarrollados por el legislador tributario que permiten determinar una eventual infracción o 

no a la Constitución54.    

 
52 MEZA Bárbara e IBACETA, David., El principio constitucional de legalidad en materia tributaria, 

Cuadernos del Tribunal Constitucional Nº 37, 2007, p. 142 
53 VERDUGO, Mario, PFEFFER, Emilio y NOGUEIRA, Humberto. Derecho Constitucional. Tomo I. Editorial 

Jurídica de Chile, Santiago, 2005, pp. 299 – 300.  
54 RIBERA, Teodoro. “La potestad tributaria del Estado”. En: Revista de Derecho Público, N°62, p. 26.  
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2. El principio de igualdad tributaria  

El principio de igualdad tributaria reconocido positivamente en el artículo 19 N° 20 

de la CPR, corresponde a la manifestación específica del principio de igualdad ante la ley 

recogido en el artículo 19 N°2 de la CPR en materia tributaria. Su contenido implica la 

abstención de toda actuación legislativa tendiente a la diferenciación arbitraria, injustificada 

o irrazonable de los contribuyentes, como asimismo la existencia de un derecho de las 

personas a obtener un igual trato, en función de hechos, relaciones o situaciones homólogas, 

por tanto, a iguales supuestos de hechos económicos se deben producir iguales consecuencias 

jurídicas55.   

Asimismo, la ley no puede establecer una igualdad por equiparación en donde debe 

establecer diferencias razonables entre los contribuyentes56. Para cumplir con este principio 

se debe asegurar el mismo tratamiento a personas que se encuentran en análogas situaciones, 

permitiendo la formación de distingos o categorías, siempre que estos descansen en criterios 

de razonabilidad, excluyéndose toda discriminación arbitraria, injusta u hostil contra 

determinadas personas o categorías de personas57. 

 

De esta forma, lo que caracteriza el principio de igualdad ante los impuestos como 

límite jurídico a la potestad tributaria es la prohibición de discriminación arbitraria o 

irrazonable, es decir, aquellas que no encuentran respaldo ni apoyo en criterios o 

principios acogidos por el ordenamiento jurídico58.  

 

Tradicionalmente, se ha reconocido como fuentes de los tratamientos diferenciados 

en materia tributaria, la capacidad contributiva o capacidad de pago, el origen de las rentas 

(capital o trabajo) o el beneficio de los contribuyentes59; aunque también puede extenderse a 

otro tipo de criterios amparados por el ordenamiento jurídico, tales como, la calificación de 

 
55 NOGUEIRA ALCALÁ, Humberto. Derechos Fundamentales y Garantías Constitucionales. Tomo 2, 

Librotecnia, Santiago, 2008, p. 506. 
56 CEA EGAÑA, José Luis. Derecho Constitucional Chileno. Tomo II. Ediciones PUC, 2003, Santiago, p. 515  
57 EVANS, Enrique y EVANS, Eugenio. Los tributos ante la Constitución. Editorial Jurídica, Santiago, 1997, 

p. 54 
58 MUÑOZ, Felipe y ALTAMIRANO, Marco. Derecho tributario. Parte General. LegalPublishing, Santiago, 

2006, p. 31. 
59 Así lo ha sostenido nuestro TC, en la STC Rol Nº 1399: “Que, en este orden de consideraciones, cabe tener 

presente que la determinación de quiénes se encuentran en situaciones análogas, y la formación de distingos 

o categorías, le corresponden al legislador, el cual, al proceder, deberá adoptar alguno de los criterios 

formulados por la doctrina económica, esto es, el de la capacidad contributiva, el del origen de las rentas, el 

del beneficio del contribuyente, u otros parámetros que estime convenientes (Bielsa, citado por FIGUEROA 

VALDÉS, JUAN: Las Garantías Constitucionales del Contribuyente en la Constitución Política de 1980, 

Editorial Jurídica de Chile, 1985, p. 163). Así, de la misma forma en que el legislador es libre de determinar 

quiénes se encuentran en categorías análogas, también es libre de modificar dichas categorías conforme a las 

razones de mérito que considere oportunas” 
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un bien como de uso o consumo habitual o de carácter suntuario prescindible u otros 

parámetro que el legislador estime conveniente, siempre y cuando sea en concordancia con 

los estándares de razonabilidad u objetividad a los cuales se encuentra sometida toda 

intervención o medida legal60.   

 

En ese sentido, el Tribunal Constitucional ha interpretado este principio de igualdad 

tributaria estableciendo que para una igual repartición de los tributos, es necesario que los 

impuestos se apliquen con generalidad, esto es, abarcando íntegramente a las categorías 

de personas o de bienes previstas en la ley y no a una parte de ellas y que, si bien la ley, 

puede establecer gravámenes distintos para una determinada categoría de personas, según 

sea la industria o trabajo que realicen, es necesario que en cada categoría  exista una norma 

igual para todos quienes se encuentran en idénticas condiciones61. 

 

A mayor abundamiento, el Tribunal Constitucional junto con reconocer el ámbito de 

libertad con el cual cuenta el legislador para imponer tributos, establecer beneficios 

tributarios o suprimirlos, reafirma las exigencias y condiciones constitucionales a las cuales 

debe sujetarse la actividad legislativa: 

 

“[…] si bien la Ley Fundamental permite que el legislador goce de amplia libertad 

para establecer y fijar los tributos, atendido el derecho a la igualdad ante la ley y a 

la igual repartición de los tributos, reconocidos en los numerales 2° y 20° del artículo 

19 de la Constitución, ello debe efectuarse de conformidad a las exigencias y 

garantías que las mismas disposiciones imponen a la potestad tributaria. De esta 

manera, el legislador tributario debe tomar en consideración la similitud o 

diferencia de la situación fáctica a la que se aplicará la disposición legal, en la 

especie, la naturaleza jurídica de los actos que se gravan, y disponer un 

determinado trato impositivo bajo parámetros de razonabilidad que suponen que 

éste se encuentre al alero de una fundamentación razonable y objetiva, y que su 

finalidad implique que la intervención de un derecho fundamental sea adecuada, 

necesaria y tolerable para el destinatario de la misma”62 (el destacado es nuestro). 

 

Por tanto, el principio de igualdad tributaria se traduce en que situaciones económicas 

iguales deben ser tratadas de la misma manera, sin que se encuentre vedado realizar 

diferencias legítimas en el tratamiento tributario, quedando excluida la desigualdad arbitraria 

o carente de justificación y razonabilidad. A su vez, dentro de cada categoría de personas o 

actividades sometidas a gravámenes o beneficios diversos establecidos por la ley, opera con 

 
60 QUERELAT, Juan Martín et Al. Curso de Derecho Financiero y Tributario. Editorial Tecnos, Madrid, 1997, 

p. 138. 
61 STC, Rol N°281. En el mismo sentido, STC, Rol N°2489. 
62 STC, Rol N°1399. 
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igual intensidad el principio de igualdad tributaria respecto a las normas legales que regulan 

dicho régimen diferenciado.  

 

Luego, a partir de artículo 19 N°20 de la CPR, es posible reconocer al menos tres 

facetas específicas del principio de igualdad tributaria. 

 

En primer término, la igual repartición de los tributos en proporción a las rentas o en 

la progresión o forma que fije la ley. Lo anteriormente señalado, garantiza, por un lado, que 

los tributos se repartan entre las personas de modo proporcional, y por otro, que la misma 

tasa o porcentaje se aplica a todos los contribuyentes por igual. Asimismo, esta dimensión 

establece un orden progresivo en la aplicación de los tributos, lo cual implica que los 

porcentajes o tasas van en aumento a medida que crece la renta o el valor de los bienes afectos 

a tributos. Finalmente, la repartición de los tributos se encuentra reservada a la potestad 

legislativa, que puede establecer regímenes tributarios diversos, tal como puede suceder con 

las tasas diferenciadas según la naturaleza del bien tributable63.  

 

En segundo lugar, el artículo 19 N° 20 de la CPR asegura la igual repartición de las 

cargas públicas las cuales deben estar establecidas por ley. Como lo ha entendido nuestro 

TC, las cargas públicas pueden ser personales, cuando importan el ejercicio obligatorio de 

una actividad que se impone a las personas por el ordenamiento jurídico, o patrimoniales, 

cuando suponen una afectación patrimonial que también debe ser soportada obligatoriamente 

por la persona, como las multas o sanciones en dinero. El enunciado normativo que consagra 

la igualdad ante las cargas públicas también es una aplicación del principio general de 

igualdad ante la ley, más arriba mencionado64.   

 

Finalmente, el artículo 19 N° 20 consagra una exigencia de racionalidad prohibiendo 

el establecimiento de tributos manifiestamente desproporcionados o injustos. Este mandato 

de prohibición impone tanto al legislador tributario como a la autoridad administrativa, el 

deber de aplicar un juicio de justicia destinado a verificar a razonabilidad de los gravámenes 

o tributos que puedan eventualmente afectar derechos fundamentales65.  

 

El principio de proporcionalidad o no confiscatoriedad, busca que los tributos sean 

coherentes con los objetivos de bien común que el Estado ha determinado, en función de una 

conformidad o correspondencia entre la carga tributaria y los elementos objetivos sobre los 

que ella recae o con los cuales se vincula, como la capacidad contributiva del sujeto obligado, 

el monto, la tasa, el tramo, el porcentaje, la situación misma del tributo con anterioridad y 

 
63 EVANS DE LA CUADRA, Enrique. Los Derechos Constitucionales. Tomo II. Editorial Jurídica, Santiago, 

2004, p. 284. 
64 STC Rol N° 755. Asimismo, STC Rol N°1254 
65 EVANS DE LA CUADRA, Enrique. Los Derechos Constitucionales. Tomo II. Editorial Jurídica, Santiago, 

2004, p. 286. 
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otros factores cuantitativos66. Además, los tributos deben ser razonables en las causas que 

han servido para su establecimiento o alteración y justificados en atención a los hechos 

gravados, o sea, en la conducta, en el bien o en la actividad sometida al tributo, así como 

también, en la carga tributaria67. Este principio encuentra sus antecedentes en la génesis del 

texto constitucional de 1980 con el fin de establecer una norma que impidiera imponer 

tributos de carácter expropiatorios o confiscatorios o que impidieran el ejercicio de una 

actividad68. 

 

Pues bien, la interacción de estos principios y las reglas que de ellos se infieren 

vinculan directamente a la potestad tributaria estatal, cuyo contenido se extiende tanto las 

funciones de configuración normativa que entrega la Constitución al legislador en materia 

tributaria, como la actuación formal o material de la Administración.  

 

3. El principio de irretroactividad tributaria 

Debemos recordar que la regla general en nuestro país es que la ley entra en vigor 

desde su publicación en el Diario Oficial y se hace obligatoria desde dicho momento 

(artículos 6 y 7 Código Civil), sin perjuicio de reglas especiales que puedan establecerse, 

como la definición de una vacancia legal o que se confiera efecto sobre hechos o situaciones 

pasadas, la retroactividad de la ley. Esto responde al principio de seguridad jurídica, que 

busca proteger la certidumbre sobre los derechos y obligaciones de las personas. 

Luego, el principio de irretroactividad normativa se encuentra previsto, en general, 

en el artículo 9 del Código Civil, que establece la regla sobre el efecto de la ley en el tiempo. 

Así, dispone:  

“Artículo 9°. La ley puede sólo disponer para lo futuro, y no tendrá jamás efecto 

retroactivo. Sin embargo, las leyes que se limiten a declarar el sentido de otras leyes, 

se entenderán incorporadas en éstas; pero no afectarán en manera alguna los efectos 

de las sentencias judiciales ejecutoriadas en el tiempo intermedio”. 

Así, la retroactividad de la ley consiste en que la norma puede ser aplicada a 

situaciones acaecidas con anterioridad a su entrada en vigencia 

Por su parte, el principio de irretroactividad tributaria se encuentra reconocido a nivel 

legal en el artículo 3° del Código Tributario, que opera en el ámbito de aplicación de las 

 
66 FERNANDEZ, Miguel Ángel. “Principios constitucionales de proporcionalidad y justicia en materia 

tributaria”. En: Revista Chilena de Derecho, Vol N°27, N°2, 2000, p. 360. 
67 Ibíd., p. 516 
68 STC, Rol Nº 203.  
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normas y se fundamenta en la necesidad de certeza jurídica y en el derecho de propiedad69. 

La disposición establece: 

“Artículo 3.- En general, la ley que modifique una norma impositiva, establezca 

nuevos impuestos o suprima uno existente, regirá desde el día primero del mes 

siguiente al de su publicación. En consecuencia, sólo los hechos ocurridos a contar 

de dicha fecha estarán sujetos a la nueva disposición. Con todo, tratándose de 

normas sobre infracciones y sanciones, se aplicará la nueva ley a hechos ocurridos 

antes de su vigencia, cuando dicha ley exima tales hechos de toda pena o les aplique 

una menos rigurosa. 

La ley que modifique la tasa de los impuestos anuales o los elementos que sirven 

para determinar la base de ellos, entrará en vigencia el día primero de Enero del año 

siguiente al de su publicación, y los impuestos que deban pagarse a contar de esa 

fecha quedarán afectos a la nueva ley. 

La tasa del interés moratorio será la que rija al momento del pago de la deuda a 

que ellos accedan, cualquiera que fuere la fecha en que hubieren ocurrido los hechos 

gravados.” 

La regla general en materia tributaria es que la norma que crea, modifica o suprime 

un impuesto, así como las que modifican la tasa o los elementos que sirven para la 

determinación de la base imponible rija solo hacia el futuro, por lo que no afectará a los 

hechos acaecidos con anterioridad70, salvo ley interpretativa; la tasa de los intereses 

moratorios, puesto que la tasa con que se pagan es la vigente a la fecha que se paga la deuda 

a que acceden; las normas sobre sanciones e infracciones, ya que operan con efecto 

retroactivo cuando eximen el hecho de la pena o aplican una menos rigurosa71. 

Si bien no existe una consagración expresa en la Constitución del principio de 

irretroactividad tributaria, ello no es condición necesaria para habilitar su control a partir de 

la interpretación sistémica de otras normas constitucionales. De hecho, en la mayoría de los 

ordenamientos jurídicos no se prevé expresamente una prohibición de retroactividad como 

límite al legislador más allá del derecho penal72.  

Ahora bien, es posible que una norma de rango legal contemple un efecto retroactivo 

considerando que tanto el artículo 9 del Código Civil como el 3° del Código Tributario tienen 

 
69 MASBERNAT M., Patricio. “Garantías constitucionales del contribuyente: Crítica al enfoque de la doctrina 

nacional” En: Ius et Praxis, vol. 8, núm. 2, 2002, pp. 299-357, Universidad de Talca, pp. 299-357. 
70 MUÑOZ, Felipe y ALTAMIRANO, Marco. Derecho tributario. Parte General. LegalPublishing, Santiago, 

2006, p. 97 
71 MASBERNAT M., Patricio. “Garantías constitucionales del contribuyente: Crítica al enfoque de la doctrina 

nacional” En: Ius et Praxis, vol. 8, núm. 2, 2002, pp. 299-357, Universidad de Talca, pp. 299-357. 
72 MACHO, Ana Belén. “El principio constitucional de irretroactividad de las normas tributarias: fundamento 

y límites. En: SAFFIE, Francisco y FAÚNDEZ, Antonio. Derecho tributario constitucional: en tiempos de 

decisión de una nueva Constitución, Valencia, 2021, pp. 341-343. 
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la misma jerarquía, sin embargo, como toda decisión legislativa, es preciso que se respete los 

derechos garantizados en la Constitución Política. 

Así, la doctrina ha establecido la aplicación del principio de irretroactividad tributaria 

como manifestación del principio de respeto al derecho de propiedad como límite a la 

potestad tributaria en virtud de la garantía consagrada en el artículo 19 N°24 de la CPR73. 

El Tribunal Constitucional ha relacionado el principio de irretroactividad en materia 

tributaria con el principio de razonabilidad y el principio de proporcionalidad. En efecto, 

estableció en relación con la derogación de un beneficio tributario que “[…] el ejercicio de 

la potestad tributaria del Estado, en lo referente a la concesión (y eventual derogación) de 

beneficios tributarios, si bien se inserta dentro de las facultades discrecionales del 

legislador, está sometido, igualmente, a un test de constitucionalidad desde el punto de vista 

de la razonabilidad del beneficio, atendida su idoneidad en función de las finalidades que se 

persiguen con su concesión (o derogación).”74 

A mayor abundamiento, la irretroactividad como excepción surge a partir de la 

definición de ley como norma general, cierta y abstracta. En efecto, si recordamos la 

definición de tributo, su origen deriva de la realización del presupuesto de hecho al que la 

ley vincula el deber de contribuir con el fin de obtener los recursos necesarios para sostener 

los gastos públicos75.  Luego, el Estado, en virtud de su soberanía y con el objetivo de 

procurar el bien común (como lo establecen los artículos 5°, 6° y 7° de la Constitución y 1° 

a 3° de la Ley N°18.575), puede, a través de su poder de policía y potestad ablatoria, limitar 

ciertos derechos o imponer cargas patrimoniales a los particulares. 

Una apropiada lectura de la Constitución sugiere que estas potestades se encuentran 

sometidas al principio de legalidad en su faz objetiva y subjetiva76. Este último, implica que 

la actuación del Estado se encuentra limitada por los derechos fundamentales contenidos en 

la Constitución, especialmente aquellos contenidos en los Nº 2, 20, 21, 24 y 26 del artículo 

19 de la CPR. 

Asimismo, en el ámbito del Estado legislador la legalidad subjetiva se traduce en un 

respeto a la concepción material de ley. Este desarrollo doctrinario proveniente del derecho 

alemán y francés consiste en que, más allá del cumplimiento de los requisitos de forma para 

la producción de normas jurídicas, la intervención estatal a través del Poder Legislativo debe 

cumplir con ciertos atributos de identidad de la ley. Con ellos se persigue respetar y asegurar 

la libertad y la propiedad, cuando las formas no han sido capaces de hacerlo. Pero también 

 
73 MUÑOZ, Felipe y ALTAMIRANO, Marco. Derecho tributario. Parte General. LegalPublishing, Santiago, 

2006, p. 36. 
74 STC Rol N°1452-0, c. vigesimoprimero.  
75 PÉREZ ROYO, Fernando. Derecho  financiero y tributario. Parte general, Thomson Reuters, Navarra, 2017, 

p. 42. 
76 ZÚÑIGA, F. 2005. Responsabilidad patrimonial del Estado legislador. Santiago, Editorial Lexis Nexis, pp. 

67-71. 
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se protege la igualdad, pues con estos requisitos se impide la aparición de un legislador 

arbitrario77. 

Los elementos de la concepción material de ley corresponden a: 

i. Generalidad: la ley debe aplicarse a una categoría de personas, no a personas en 

particular. 

ii. Abstracción: el objeto de la reglamentación es una clase de acto y raramente un 

acto específico. 

iii. Certeza: referida a la estabilidad de las reglas. 

iv. Obligatoriedad de la ley: se impone a todos, incluidos los extranjeros (como lo 

dispone el artículo 14 del Código Civil) :78. 

Por lo tanto, en virtud del derecho a la igualdad en materia económica y el 

principio/derecho de igualdad, así como del derecho de propiedad y el principio de seguridad 

jurídica se asegura una aplicación generalizada de una norma a todas las personas sin 

distinciones arbitrarias, y a su vez, una habilitación constitucional para implementar 

diferencias racionalmente justificadas en el tratamiento de persona y grupos. De ahí que, al 

texto constitucional no permita las diferencias arbitrarias, es decir, aquellas conductas que 

importen un trato desigual por cualquier razón o sin motivos justificables y plausibles, así 

como, la imposición de un igual tratamiento entre quienes observan circunstancias disímiles, 

como podría ocurrir con la determinación del cobro de impuestos de forma retroactiva en 

base a la consideración de una actividad como “ilícita”.    

 

En definitiva, la retroactividad de la ley tributaria es excepcional, basada en motivos 

calificados que el legislador debe justificar y, en caso alguno puede afectar o alterar el 

derecho de propiedad de los contribuyentes que, podrían argumentar en su defensa la 

protección del derecho de dominio79.  

V. El permiso de operación o licencia como habilitación administrativa 

Entre las formas de intervención pública o finalidades constitucionales que el 

ordenamiento jurídico adjudica a la Administración, se contempla la actividad tradicional de 

ordenación o policía (regulatoria)80. La actividad administrativa de ordenación o de “policía” 

procura resguardar el buen orden de la colectividad mediante la regulación de la actividad 

con la que los ciudadanos – administrados persiguen sus propios intereses y, por lo tanto, con 

intervención productora de limitaciones de las posiciones y situaciones subjetivas de 

 
77 Idem. 
78 ZÚÑIGA, F. 2005. Responsabilidad patrimonial del Estado legislador. Santiago, Editorial Lexis Nexis, pp. 

83-84. 
79 MUÑOZ, Felipe y ALTAMIRANO, Marco. Derecho tributario. Parte General. LegalPublishing, Santiago, 

2006, p. 36. 
80 VILLAR EZCURRA, José Luis. Derecho Administrativo Especial. Madrid, Ed. Civitas, 1999, p. 36. 
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aquellos81. En virtud de esta actividad de la Administración, se pretende someter a 

actividades privadas, que potencialmente, puedan ser riesgosas o lesivas al interés general o 

un bien jurídico colectivo, para lo cual utiliza una serie de técnicas, tales como, de 

información (deberes de identificación, documentales, comunicación), de condicionamiento 

(comprobaciones, autorizaciones, comunicaciones con derecho a veto), ablatorias o 

restrictivas de derechos (totales, parciales, creación o ampliación de situaciones pasivas)82.  

 

La actividad de policía o de ordenación, no admite un concepto pétreo o inmóvil, sino 

que está en constante evolución, y que desde la aparición del Estado moderno, se ha 

entendido en una doble sentido: en primer término, como aquella actividad administrativa de 

carácter material, de defensa o protección del orden público destinada a evitar peligros83, y 

en segundo lugar, una actividad administrativa de orden jurídico consistente en mecanismos 

limitativos y preventivos que tienen por objeto la protección del libre ejercicio de los 

derechos y libertades de los particulares84.  

 

La actividad administrativa de ordenación o de “policía” tiene por objetivo resguardar 

el buen orden de la colectividad mediante la regulación de la actividad con la que los 

ciudadanos – administrados persiguen sus propios intereses y, por lo tanto, con intervención 

productora de limitaciones de las posiciones y situaciones subjetivas de aquellos85. A estas 

finalidades, se suma la implementación de instrumentos que van más allá del empleo de 

técnicas regulatorias, sino también de medidas de advertencia y recomendación que permitan 

facilitar la función pública de evitación de riesgos potenciales o concretos86.   

 

Para llevar cabo la actividad de ordenación, las herramientas e instrumentos 

normativos destinados a poner límites a la persecución de intereses privados se sujetan a dos 

 
81 PAREJO ALFONSO, Luciano, JIMENEZ BLANCO y ORTEGA ALVAREZ. Manual de Derecho 

Administrativo. Parte General. Editorial Ariel, Barcelona 1998, p. 481 
82 CORDERO, Luis. Lecciones de Derecho Administrativo. Thomson Reuters, Santiago, 2015, p. 461.  
83 Sin duda, esta primera acepción del concepto de actividad de policía o policía administrativa ya lo 

encontramos en los autores clásicos del Derecho Administrativo como Mayer y Vedel. MAYER, Otto. 

Derecho Administrativo Alemán. Tomo II. Buenos Aires, Depalma, 1982.  
84 BERMEJO VERA, José. Derecho Administrativo. Parte Especial. España, Thomson Civitas, 2009, p. 53. 
85 PAREJO ALFONSO, Luciano, JIMENEZ BLANCO y ORTEGA ALVAREZ. Manual de Derecho 

Administrativo. Parte General. Editorial Ariel, Barcelona 1998, p. 481. GARRIDO FALLA, Fernando., 

“Los medios de policía y la Teoría de las sanciones administrativas” en: Revista de Administración 

Pública, N° 28, 1959, p 11. Por su parte, como nos recuerda, VILLAR EZCURRA en relación a la 

actividad de policía “[…] la Administración se limita a controlar la actividad de los particulares para 

garantizar el orden público, elemento teleológico de la herramienta policial”, VILLAR EZCURRA, José Luis. 

Derecho Administrativo Especial. Madrid, Ed. Civitas, 1999, p. 58. 
86 SCHMIDT-ASSMANN, Eberhard. La Teoría General del Derecho Administrativo como sistema. Madrid, 

Instituto Nacional de Administración Pública/Marcial Pons, 2003, pp. 181 – 182.  
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modelos ideales: el preventivo y el correctivo87. La primera manifestación implica un 

estándar de eficacia en virtud del cual se pretende incentivar el cumplimiento efectivo de las 

regulaciones, lo cual se realiza comprobando los efectos que se produce antes y después de 

conceder una autorización; mientras que el segundo modelo, implica la aplicación de un 

estándar de resultados a través del cual se pretende reaccionar adecuadamente frente al 

incumplimiento de la legalidad vigente mediante la imposición de una sanción 

administrativa.   

 

En ese marco, la potestad autorizatoria no es más que la expresión material de la 

tradicional actividad de policía o de ordenación, cuyo énfasis normativo está asentado en el 

control preventivo de determinadas actividades. En efecto, uno de los aspectos de mayor 

relevancia de este tipo de actividad reguladora es la comprobación, observación y control en 

el cumplimiento de lo legalmente establecido y la reducción de los riesgos para la población, 

mediante la actuación material y procedimental de la Administración y de acuerdo con los 

actos definidos por el ordenamiento jurídico.  

 

Y es en esta realidad normativa en que se inserta el permiso de operación o licencia 

como la propuesta en el proyecto de ley para las apuestas en línea. De ahí que, resulte 

indispensable examinar y trazar los contornos de la técnica autorizatoria y de la autorización 

administrativa, para luego, determinar cuáles son los elementos característicos del permiso 

de operación.  

 

1. La autorización administrativa y la actividad económica de las apuestas en 

línea 

 

La autorización es definida por el destacado jurista español García de Enterría como 

“[…] un acto de la Administración por el que ésta consiente a un particular el ejercicio de 

una actividad privada, aunque inicialmente prohibida con fines de control administrativo de 

su ejercicio, constituyendo al propio tiempo la situación jurídica correspondiente88”. Una 

segunda construcción es formulada a partir de la prexistencia en el sujeto autorizado de un 

 
87 MACERA, Bernard – Franck. El deber industrial de respetar el ambiente. Barcelona, Marcial Pons, 2006, 

pp. 295 – 296. Para este autor, la Administración puede utilizar al menos dos instrumentos para 

someter una determinada industria o sector económico al respeto y protección de los intereses 

generales —v.gr. medio ambiente o salud— como lo son las técnicas de actuación constrictivas y las 

técnicas de ayudas o apoyo estatal. A partir de las primeras, esto es, las técnicas constrictivas, se 

desprenden dos tipos de técnicas de policía concretas: las preventivas (comunicación previa, permiso, 

prohibición e inspección) y las represivas asociadas a las sanciones administrativas.  
88 GARCÍA DE ENTERRÍA, Eduardo y FERNÁNDEZ, Tomás-Ramón, Curso de Derecho 

Administrativo, T. II, Madrid, Civitas, 2004, p. 137. 
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derecho verdadero y propio, cuyo libre ejercicio permite la autorización, removiendo los 

límites que a dicho ejercicio opone, en principio, el interés público89.  

 

 Asimismo, otro autor define a la autorización administrativa como “[…] el acto 

mediante el que la Administración realiza un control preventivo de la legalidad u 

oportunidad del ejercicio de una actividad en régimen de libre iniciativa (autorizaciones de 

policía) […]90”. Si bien, es complejo asumir una formula descriptiva de la autorización, es 

posible identificar aspectos que coinciden en todas las autorizaciones91.   

 

En primer lugar, la Administración lleva a cabo un control previo del ejercicio de 

actividades privadas. Consiste en una fiscalización de la legalidad u oportunidad del ejercicio 

de la actividad. En segundo término, el fundamento del señalado control previo es el 

potencial dañoso (para terceros o para el interés general) y, en otros la intensidad de uso que 

comporta. En tercer lugar, la posición jurídica del particular se caracteriza por la 

preexistencia del derecho a realizar la actividad en los términos previstos en la normativa. En 

ese sentido, la autorización no otorga derechos, sino que declara la posibilidad su ejercicio. 

Finalmente, la autorización es un acto declarativo de derechos, que confiere a su titular una 

situación jurídicamente protegida por el ordenamiento, sin perjuicio de la necesaria 

adaptación a las cambiantes exigencias del interés general92. 

 

Este último aspecto, resulta fundamental en la caracterización de la autorización como 

categoría jurídica y técnica de intervención administrativa, ya que a diferencia de lo que 

sucede con la concesión, acto por el que la Administración otorga a un particular derechos 

nuevos que se incorporan a su patrimonio, en la autorización el presupuesto de esta es la 

titularidad previa de un derecho93. Ahora bien, la realidad supera a las construcciones 

dogmática y en la actualidad, se hace cada vez más ilusoria la imagen de un derecho 

preexistente, que en la mayor parte de los casos no constituye un derecho subjetivo público, 

sino más bien un poder genérico de libre desenvolvimiento de la personalidad, cuyo 

 
89 GARCÍA DE ENTERRÍA, Eduardo y FERNÁNDEZ, Tomás-Ramón, Curso de Derecho Administrativo, T. 

II, Madrid, Civitas, 2004, p. 136. 
90 LAGUNA DE PAZ, Juan Carlos. La autorización administrativa. Madrid, Ed. Civitas, 2006, p. 52. Las 

primeras construcciones dogmáticas de la institución la encontramos en Mayer y su prohibición de 

policía con reserva de permiso, cuya finalidad funcional era la comprobación de que el ejercicio de una 

actividad particular no produzca ninguna perturbación en la cosa pública. MAYER, Otto. Derecho 

Administrativo Alemán. Tomo II. Buenos Aires, Depalma, 1982, pp. 59 – 60.  
91 BERMEJO VERA, José. Derecho Administrativo. Parte Especial. España, Thomson Civitas, 2009, p. 55.  
92 SÁNCHEZ MORÓN, Miguel. Derecho Administrativo. Parte General. Tecno, Madrid, 2014, p. 667. 

Asimismo, LAGUNA DE PAZ, Juan Carlos. La autorización administrativa. Madrid, Ed. Civitas, 2006, 

p. 52. En nuestro país: VERGARA, Alejandro. Principios y sistema del derecho minero. Santiago, Editorial 

Jurídica de Chile, 1992, pp. 281 – 283.  
93 GARCÍA DE ENTERRÍA, Eduardo y FERNÁNDEZ, Tomás-Ramón, Curso de Derecho 

Administrativo, T. II, Madrid, Civitas, 2004, p. 136. 
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despliegue en un determinado sector o actividad encuentra en la autorización el título 

habilitante94.  

 

En ese sentido, para Alejandro Vergara Blanco la diferencia fundamental entre 

concesión y autorización estriba en “[e]l dato de la existencia de una prohibición general 

previa que actúa sobre las actividades que se consideran como propias de los particulares 

(que sería el campo de la técnica autorizatoria); y la intervención a través de una previa 

publicatio o reserva formal del sector a los entes públicos (que sería el campo de la técnica 

concesional)”95. 

 

Tratándose de la actividad económica de las apuestas en línea como hemos señalado 

tanto a nivel constitucional, como legal, no existe una regulación que prohíba la operación 

de apuestas que no se basen en el azar, por lo que es posible el desarrollo de la actividad en 

el caso de eventos deportivos. Ahora bien, a partir de la vigencia de la ley, para el desarrollo 

de la actividad se deberá contar con una autorización administrativa cumpliendo con los 

requisitos que allí se señalan.  

 

En ese sentido, el análisis sumario de los distintos tipos de autorizaciones nos permite 

enmarcar con mayor precisión los contenidos y presupuestos del permiso de operación en 

tanto que autorización administrativa.  

 

2. Las clases de autorización administrativa 

 

Si bien, en la literatura especializada podemos encontrar diversas clasificaciones y 

tipos de autorización, nosotros, implementaremos tres criterios, a partir de los cuales, se 

distinguiremos las clases de autorizaciones administrativas presentes en la realidad. Un 

primer criterio ordenador considera el interés público comprometido en la técnica 

autorizatoria, el segundo criterio dice relación con el objeto de autorización y el último 

criterio dependerá de la intensidad del vínculo entre el administrado y la Administración.   

 

Desde una perspectiva que considera los intereses públicos comprometidos es posible 

distinguir entre autorizaciones simples y autorizaciones operativas96. Las primeras se 

proponen únicamente controlar la actividad autorizada y acotarla negativamente dentro de 

unos límites determinados (v.gr. ocupar la vía pública para una manifestación). Las segundas, 

dicen relación, sin renunciar al control previo, a la orientación y dirección de una determinada 

actividad definida por los planes o programas sectoriales, o bien por la propia norma legal 

 
94 Ibid., p. 136.  
95 VERGARA, Alejandro. Derecho Administrativo Económico. Thomson Reuters. 2018, p. 51. En STC Rol 

N°8614-20. 
96 CORDERO, Luis. Lecciones de Derecho Administrativo. Thomson Reuters, Santiago, 2015, p. 464.  
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(v.gr. registro farmacéutico, resolución de calificación ambiental)97. Este tipo de 

autorizaciones se denominan también autorizaciones de programación en que se habilita a 

la Administración para ordenar, encauzar y dirigir la actividad autorizada98.   

 

A partir del objeto de la autorización, la doctrina reconoce la autorización por 

operación y la autorización de funcionamiento. Tal como lo recuerda un autor, la importancia 

de esta distinción radica en la distinta naturaleza de las relaciones jurídicas que se establecen 

entre la Administración y el sujeto autorizado99.  En el caso de la autorización por operación 

la relación jurídico administrativa entre el particular y el órgano administrativa es esporádica 

y se agota con el acto de otorgamiento del permiso. Por su parte, la autorización de 

funcionamiento se caracteriza por el surgimiento de una relación permanente entre la 

Administración y el sujeto autorizado, con el fin de proteger en todo caso el interés público 

frente a las vicisitudes y circunstancias que pueden aparecen en el tiempo más allá del acto 

del otorgamiento del permiso. En ese sentido, las autorizaciones de funcionamiento son 

títulos jurídicos que colocan al administrado en una situación impersonal y objetiva, definida 

abstractamente por las normas en cada caso aplicables y libremente modificables por ellas, 

una situación, en fin, legal y reglamentaria, cuyo contenido en su doble vertiente de derechos 

y obligaciones, hay que referir en cada momento a la normativa en vigor y cuyo control se 

actualiza permanentemente100.  

  

Dependiendo de la menor o mayor vinculación con la Administración en su 

otorgamiento, se distingue entre autorizaciones regladas y autorizaciones discrecionales. En 

las primeras el poder de la Administración se encuentra vinculado intensamente a las 

condiciones y requisitos de ejercicio de la actividad intervenida, mientras que las segundas, 

las condiciones de ejercicio de la actividad no se encuentran previamente establecidas en 

alguna norma legal o reglamentaria, sino que la ley le entrega a la Administración un margen 

de apreciación para valorar la actividad privada y su compatibilidad con el interés público101.  

 

La tipología más arriba señalada, nos permite identificar los elementos o señas de 

identidad de la autorización administrativa, la que no constituye una técnica puramente 

informativa sino, además, es un instrumento de control que impone a la Administración el 

deber de comprobar la ilegalidad y el ejercicio de la actividad. Esta delimitación de su 

finalidad y contenido nos permiten extraer sus consecuencias jurídicas. 

 
97 GARCÍA DE ENTERRÍA, Eduardo y FERNÁNDEZ, Tomás-Ramón, Curso de Derecho 

Administrativo, T. II, Madrid, Civitas, 2004, p. 138.  
98 BERMEJO VERA, José. Derecho Administrativo. Parte Especial. España, Thomson Civitas, 2009, p. 56. 
99 SÁNCHEZ MORÓN, Miguel. Derecho Administrativo. Parte General. Tecno, Madrid, 2014, p. 668. 

BERMEJO VERA, José. Derecho Administrativo. Parte Especial. España, Thomson Civitas, 2009, p. 54. 
100 GARCÍA DE ENTERRÍA, Eduardo y FERNÁNDEZ, Tomás-Ramón, Curso de Derecho 

Administrativo, T. II, Madrid, Civitas, 2004, p. 142.  
101 CORDERO, Luis. Lecciones de Derecho Administrativo. Thomson Reuters, Santiago, 2015, p. 464. 
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En particular, en el caso de las apuestas en línea sobre eventos deportivos, existe una 

contradicción entre considerarla una actividad ilícita cuando no existe regulación que defina 

dicha ilicitud. En otras palabras, la ilicitud existe cuando se establece como requisito de 

operación la necesidad de contar con autorización o licencia, como veremos en el apartado 

siguiente. 

 

3. Las consecuencias jurídicas de la técnica autorizatoria y la licencia en la 

actividad económica de apuestas en línea  

 

La primera consecuencia jurídica que surge con el otorgamiento de un permiso o 

autorización es la creación de una situación activa por parte de la Administración, que posee 

un valor económico o de intercambio102. A mayor abundamiento, la autorización crea una 

situación jurídica protegida para su titular que se manifiesta en el régimen de los actos 

favorables y en la ampliación de los derechos de los que ya es titular el sujeto administrado103.   

 

Una segunda consecuencia jurídica respecto de la autorización administrativa es la 

distinción entre la ampliación de la esfera jurídica del destinatario debido a la remoción de 

una prohibición relativa para realizar una actividad lucrativa en virtud del derecho 

fundamental a desarrollar actividades económicas lícitas, y un derecho a obtener la 

autorización que dependen del marco regulatorio en el cual se desarrolle la actividad 

económica respectiva, es decir, si la respectiva actividad y el sujeto autorizado cumplen o no 

con las condiciones que la normativa establece para hacerla compatible con el interés 

general104.    

 

La autorización administrativa no crea derechos, sino que simplemente remueve los 

obstáculos a una actividad que los particulares pueden desarrollar en libertad, por lo que la 

autorización administrativa es un presupuesto de eficacia para el ejercicio de un derecho 

subjetivo preexistente en el sujeto autorizado en ejercicio del derecho a la libertad 

constitucional de adquisición de bienes o la realización de una actividad económica lícita105.   

 

En ese sentido, la autorización surge a la vida del derecho como un acto 

administrativo unilateral en virtud del cual se declara la voluntad administrativa: el derecho 

a desarrollar una actividad o el deber de llevarla a cabo. Dicha voluntad administrativa no es 

más que la expresión de la legalidad al servicio del interés general. Entonces, cabe reiterar 

 
102 Ibíd., p. 465.  
103 LAGUNA DE PAZ, Juan Carlos. La autorización administrativa. Madrid, Ed. Civitas, 2006, p. 67. 
104 CORDERO, Luis. Lecciones de Derecho Administrativo. Thomson Reuters, Santiago, 2015, p. 465. 
105 MONTT O., Santiago, Informe en Derecho (Santiago, 2010), presentado por la empresa pesquera que 

solicitó la intervención del Tribunal de la Libre Competencia.  
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que la autorización es una figura que no crea derechos nuevos, sino que remueve 

obstáculos para el ejercicio de derechos o libertades preexistentes106. Siguiendo dicho 

razonamiento, un permiso de operación, el cual como hemos visto se encuadra en el género 

“autorización”, no crea derechos nuevos, sino que sólo remueve obstáculos para el ejercicio 

de la libertad constitucional preexistente de realizar actividades económicas lícitas (artículo 

19 N° 21 de la CPR) como lo es la operación de las plataformas de apuestas en línea.  

 

Así,  las autorizaciones se basan “[…] en el ejercicio de facultades de policía por 

parte de la Administración, de tranquilidad, seguridad y salubridad públicas y, que en 

definitiva, se orientan a levantar un obstáculo creado por dicha regulación de policía, para 

el ejercicio de un derecho preexistente, esto es, en virtud de la necesidad de ejercer un 

control previo de las condiciones de ejercicio de un derecho, se crea esta actuación estatal 

previa sin la cual el ejercicio del derecho, del cual ya se es titular, se vuelve ilegítimo”107. 

 

Por ejemplo, la regulación de la autorización de pesca de la Ley General de Pesca y 

Acuicultura (decreto N°430 que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley 

N°18.892, de 1989 y sus modificaciones), en los casos de pesca industrial en régimen general 

de acceso y en el de plena explotación, los armadores industriales deben contar con una 

autorización de pesca. Sobre esta licencia, la doctrina ha señalado que consiste en “[u]n acto 

administrativo que no crea un derecho o facultad para el individuo sino que actúa 

levantando un obstáculo que existía para el ejercicio de una libertad o derecho que ya es 

reconocido por el ordenamiento jurídico, pero para el cual el propio ordenamiento ha 

previsto la necesidad de ejercer un control previo. Esto se funda en lo señalado en el capítulo 

III (de la LGPA), en cuanto la autorización de pesca se basa en el establecimiento de un 

requisito necesario para el ejercicio de la libertad de adquirir el dominio de los recursos 

hidrobiológico”108. 

 

Dicha autorización habilita la realización de actividades pesqueras extractivas sobre 

las especies y áreas que en ella se indiquen, sin la cual su ejercicio sería ilegitimo (artículo 

107 LGPA). Luego, dicha ilicitud proviene precisamente de la infracción de una norma 

expresa que exige que para la extracción de recursos hidrobiológicos se deba contar con una 

autorización administrativa. 

 

 
106 VERGARA N., Alejandro. Principios y sistema del derecho minero. Santiago, Editorial Jurídica de 

Chile, 1992, p. 271. 
107 FUENTES, Jessica. “Las autorizaciones de pesca y el derecho de propiedad”. En: Revista de Derecho de la 

Pontificia Universidad Católica de Valparaíso XXXVIII (Valparaíso, Chile, 2012, 1er Semestre) [pp. 543 - 

571]. 
108 FUENTES, Jessica. “Las autorizaciones de pesca y el derecho de propiedad”. En: Revista de Derecho de la 

Pontificia Universidad Católica de Valparaíso XXXVIII (Valparaíso, Chile, 2012, 1er Semestre) [pp. 543 - 

571]. 
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Algo similar ocurre con el otorgamiento de licencias bancarias a las empresas 

bancarias, cuya autorización es atribución de la Comisión para el Mercado Financiero 

(CMF), continuador de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras (SBIF), 

para lo cual se debe presentar un prospecto que defina las características fundamentales de la 

empresa proyectada y plan de desarrollo para los tres años de funcionamiento en virtud de lo 

establecido en el artículo 27 de la Ley General de Bancos (decreto con fuerza de ley N°3 de 

1997 que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos y 

de otros cuerpos legales que se indican). Sin esta licencia, ninguna empresa bancaria puede 

iniciar sus operaciones, como dispone el artículo 39 de la LGB:  

 

“Ninguna persona natural o jurídica que no hubiera sido autorizada para ello por 

ley, podrá dedicarse a giro que, en conformidad a la presente, corresponda a las 

empresas bancarias y, en especial, a captar o recibir en forma habitual dinero del 

público, ya sea en depósito, mutuo o en cualquiera otra forma. 

Ninguna persona natural o jurídica que no hubiere sido autorizada por ley, podrá 

dedicarse por cuenta propia o ajena a la correduría de dinero o de créditos 

representados por valores mobiliarios o efectos de comercio, o cualquier otro título 

de crédito. 

Tampoco podrá poner en su local, oficina, sitio web, plataforma o medio tecnológico, 

cualquier tipo de aviso que contenga, en cualquier idioma, expresiones que indiquen 

que se trata de una empresa bancaria, ni podrá hacer uso de membretes, carteles, 

títulos, formularios, recibos, circulares o cualquier otro papel o documento que 

contenga nombres u otras palabras que indiquen que los negocios a que se dedica 

dicha persona son de giro bancario o de intermediación financiera. Le estará, 

asimismo, prohibido efectuar propaganda por la prensa u otro medio de publicidad 

en que se haga uso de tales expresiones. 

Se presume que una persona natural o jurídica ha infringido lo dispuesto en este 

artículo cuando haga uso de un local u oficina o utilice algún sitio web, plataforma 

o medio tecnológico en el que, de cualquier manera, se invite al público a entregar 

dinero a cualquier título o al cual se haga publicidad por cualquier medio con el 

mismo objeto. 

Las infracciones a este artículo serán castigadas con presidio menor en sus grados 

medio a máximo. La Comisión, en este caso, pondrá los antecedentes a disposición 

del Ministerio Público, a fin de que inicie la investigación que correspondiere. 

En todo caso, si a consecuencia de estas actividades ilegales, el público recibiere 

pérdida de cualquiera naturaleza, los responsables serán castigados como autores 

del delito de estafa. 

En caso de que, a juicio de la Comisión, se presuma que existe una infracción a lo 

dispuesto en este artículo, ésta podrá ejercer respecto de los presuntos infractores 

las mismas facultades de inspección que esta y otras leyes le confieren respecto de 

las instituciones fiscalizadas. 
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Cualquier organismo público o privado, que tome conocimiento de alguna infracción 

a lo dispuesto en este artículo, podrá efectuar la denuncia correspondiente a la 

Comisión o al Ministerio Público, según corresponda.” 

 

Como es posible observar, la ilicitud de la actividad solo se establece cuando la 

operación exige, como requisito indispensable, la obtención de una autorización o licencia 

en las condiciones y con los requisitos que específicamente prevé el legislador, lo que es 

precisamente lo que busca implementar el proyecto de ley y que será exigible una vez sea 

publicada. 

VI. El “cooling off” para “operadores ilegales” y el sistema impositivo sustitutivo del 

proyecto de ley. Análisis sobre la constitucionalidad de la propuesta  

El análisis abordará la constitucionalidad de la propuesta de la disposición cuarta 

transitoria en atención a una eventual vulneración de garantías constitucionales de igualdad 

ante la ley, en especial a partir de los principios de legalidad, razonabilidad y de 

irretroactividad en materia tributaria, la prohibición al Estado y sus organismos de hacer 

discriminaciones arbitrarias en materia económica y derecho de propiedad reconocidas en el 

artículo 19 de la Constitución Política, así como la vulneración de los principios de legalidad, 

razonabilidad, proporcionalidad en una decisión legislativa. 

A. Sobre los efectos contrarios a la Constitución de una eventual regulación de 

cooling off y el impuesto único sustitutivo  

 

1. Infracción al principio de igualdad ante la ley y a la prohibición al Estado y 

sus organismos de hacer discriminaciones arbitrarias en materia económica 

 

Como consideración previa, cabe señalar que artículo 19 N° 2 del texto constitucional, 

proyecta su contenido normativo al resto de garantías constitucionales que configuran 

nuestro sistema de derechos fundamentales, lo cual permite determinar el sentido 

interpretativo de las normas jurídicas iusfundamentales y su aplicación práctica en aquellos 

casos en que el ámbito de protección de estos resulta violentado. Así sucede, por ejemplo, 

con los numerales 3°, 20, 21 y 22 del artículo 19 del texto fundamental.  

 

El artículo 19 de la CPR establece que: “La Constitución asegura a todas las 

personas: No. 2 La igualdad ante la ley. En Chile no hay persona ni grupo privilegiados (…) 

Ni la ley ni autoridad alguna podrán establecer diferencias arbitrarias”. 

 

El derecho a la igualdad en materia económica y el principio general de igualdad ante 

la ley garantizan que una misma norma se aplique a todas las personas sin distinciones 

arbitrarias. La Constitución también permite establecer diferencias de trato justificadas 
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cuando existan motivos razonables para ello. En este sentido, el texto constitucional 

rechaza cualquier tipo de discriminación arbitraria, es decir, cualquier trato desigual que no 

esté basado en razones válidas y objetivas. De igual manera, rechaza la imposición de un 

mismo tratamiento a personas que se encuentran en situaciones diferentes. 

 

Por tanto, el derecho a la igualdad ante la ley, en una perspectiva jurídica significa 

que, en todos los aspectos relevantes, las personas deben ser tratadas y consideradas de igual 

manera a menos que haya una razón suficiente para no hacerlo109. Si la ausencia de dicha 

razón no impide que se imponga una diferenciación en el tratamiento de personas o grupos 

sin justificación racional, deviene en discriminación arbitraria. En consecuencia, para 

establecer cualquier diferencia que se establezca en una determinada regulación normativa 

debe justificarse en principios y reglas racionales. Así, la igualdad como diferenciación 

arranca del supuesto que, existen otros elementos considerados relevantes respecto a los 

efectos de las normas, justificándose por ello, una regulación jurídica distinta, siendo 

su principal virtud potenciar la igualdad ante la ley. 

 

En este contexto, la relevancia no puede definirse de manera general y abstracta, ya 

que no se trata de analizar relaciones fácticas, sino de valorar y determinar el alcance de las 

normas y las consecuencias jurídicas de las distinciones establecidas. 

 

El principio de igualdad reconoce dos significados110. Una primera dimensión de la 

igualdad, denominado, derecho a la igualdad en la ley, importa la superación de los 

privilegios y prerrogativas otorgadas a ciertos ciudadanos o a un grupo de ellos, implicando 

con ello, un mandato constitucional para la creación de normas jurídicas dirigidas a todos los 

que se encuentran en una misma situación comprendida en el supuesto de hecho de la norma 

y que regule en similares términos sus consecuencias jurídicas111. Es decir, este mandato se 

encuentra dirigido al legislador y hace referencia expresa al contenido de las normas 

jurídicas. De ahí que: el artículo 19 N°2 inciso 1° de la Constitución asegura a todas las 

personas la igualdad ante la ley,”[…] aunque en términos estrictos lo que allí se garantiza 

es la igualdad en la ley, puesto que su objeto consiste en que todas las personas quedan 

sometidas al mismo ordenamiento jurídico, es decir, al bloque completo de normatividad, 

desde la Constitución y las leyes, hasta los actos administrativos y judiciales, incluyendo 

también los actos jurídicos particulares112”. 

 

 
109 NOGUEIRA, Humberto. Derechos Fundamentales y Garantías Fundamentales. Tomo II. Librotecnia, 

Santiago, 2008, p. 226. 
110 RUBIO LLORENTE, Francisco. “La igualdad en la aplicación de la Ley”, en: Anuario de la Facultad de 

Derecho de la Universidad Autónoma de Madrid, 1997, núm. 1, pp. 145 - 146.  
111 Ibid., p. 182. Asimismo, ALEXY, Robert. Teoría de los Derechos Fundamentales. Centro de Estudios 

Constitucionales Políticos y Constitucionales, Madrid, 2007, p. 349. 
112 FERNÁNDEZ, Miguel Ángel. Principio constitucional de igualdad ante la ley. Editorial LexisNexis, 

Santiago, 2001, p. 119. 
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Una segunda dimensión de la igualdad es el derecho a la igualdad ante la ley, que es 

su expresión clásica y que recoge de forma literal nuestra Constitución. El derecho a la 

igualdad ante la ley o en la aplicación judicial o administrativa de ésta, consiste en el deber 

que tienen todos los individuos de cumplir el mandato de la ley, sean órganos del Estado, 

particulares, agrupaciones, etc. Es decir, el sometimiento de todas las personas a un mismo 

estatuto jurídico fundamental para el ejercicio de sus derechos y para el cumplimiento de sus 

deberes, sin que resulte procedente efectuar entre ellas distinciones favorables o adversas113.  

 

Por lo tanto, el derecho/principio a la igualdad, sea en una dimensión legal formal o 

en la aplicación de preceptos legales, se manifiesta en que, en todos los aspectos relevantes, 

las personas deben ser tratadas y consideradas de igual manera a menos que haya una razón 

suficiente para no hacerlo114.  

 

De ahí que, una nota esencial de la igualdad ante la ley es la generalidad de las 

normas, la cual puede comprender toda la población o un “grupo” o “sector” a cuyos 

miembros se les trata de la misma manera. Este concepto de la igualdad ha sido expresamente 

reconocido en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, al señalar que “[…] la igualdad 

ante la ley se traduce, entre otras expresiones, en los caracteres de generalidad y 

abstracción característicos de este tipo de normas, lo cual supone que todos los gobernados 

son destinatarios de ellas’115. 

 

Luego, a partir del principio de igualdad ante la ley, el mandato constitucional de 

generalidad, abstracción y certeza de la ley —que garantizan la igualdad—, no impiden que 

el legislador y quien la aplique, establezca diferencias o distinciones respecto de aquellos que 

se encuentren en situaciones o circunstancias diversas. Este tratamiento diferenciado, eso sí, 

debe fundarse en motivos o razones justificadas y razonables o responder a un propósito de 

hostilidad contra determinado grupo de personas que importe indebido favor o privilegio 

personal o de grupo, debiendo quedar suficientemente claro que el legislador, en ejercicio de 

sus potestades, puede establecer regímenes especiales, diferenciados y desiguales, siempre 

que ello no revista el carácter de arbitrario”116. 

 

En base a lo anterior, para determinar si una norma es arbitraria consiste en analizar 

su justificación o razonabilidad, y si se aplica a todas las personas que se encuentran en la 

misma situación prevista por el legislador. De ahí que, si dichas razones o justificaciones son 

inexistentes o insuficientes, esta conducta deviene en una discriminación arbitraria y, por 

tanto, en un trato ilegítimo. 

 
113 EVANS, Enrique. Los derechos fundamentales. Tomo II, Editorial Jurídica, Santiago, 2004, p. 125.  
114 NOGUEIRA, Humberto. Derechos Fundamentales y Garantías Fundamentales. Tomo II. Librotecnia, 

Santiago, 2008, p. 226. 
115 STC, Rol N° 1846. 
116 STC Rol N° 986-08 
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Como es posible observar, la aplicación de la disposición cuarta transitoria del 

proyecto de ley en base a la supuesta actividad ilícita desarrollada por los actuales operadores 

de plataformas en línea, cuya consecuencia es la exclusión de estos del régimen de 

autorización por un periodo de doce meses y el establecimiento de un deber de pagar un 

impuesto sustitutivo por la actividad desarrollada en los treinta y seis meses anteriores a la 

vigencia de la ley, entraña graves efectos inconstitucionales que infringen el principio de 

igualdad ante la ley, configurando un doble trato discriminatorio:  

 

i) Por un lado, se concreta un trato arbitrario respecto de los operadores que 

hayan ofrecido a personas dentro del territorio nacional servicios de apuestas en línea o a 

través de plataformas digitales, en los últimos doce meses previos a la entrada en vigencia de 

la ley, a quienes les resultará aplicable la medida desfavorable de la suspensión temporal 

(“cooling off”); en relación a aquellas empresas que han operado fuera del territorio nacional 

en eventos que son transmitidos igualmente en nuestro país y que permiten la realización de 

apuestas en línea a consumidores o apostadores chilenos en los mismos términos que los 

operadores del territorio nacional.  

 

Debemos recordar que, en virtud del artículo cuarto transitorio, en relación con el 

artículo 13 numeral 9 del proyecto de ley, se entenderá que la solicitante forma parte de un 

grupo empresarial que a través de alguna de sus entidades haya explotado, publicitado u 

ofrecido los servicios de una plataforma de apuestas en territorio nacional cuando se verifique 

alguno de los siguientes criterios: 

 

a) Hayan permitido el abono en las cuentas de los usuarios o el pago de las apuestas 

en moneda de curso legal. 

b) Utilicen medios de comunicación para publicitar o promocionar sus servicios en 

territorio nacional, así como operar bajo un nombre que utilice referencias al país, su 

territorio, personajes de público conocimiento o históricos. 

c) Auspicien, patrocinen o tengan contratos similares con personas, entidades o 

eventos que se ejecuten en el territorio nacional. 

d) Operen a través de una sociedad constituida en el país. 

e) Ofrezcan sus servicios a través de un dominio web que termine en punto cl (.cl).  

f) Usen el emblema nacional o símbolos que contengan elementos íntimamente 

vinculados con el país. 

g) Mencionen encontrarse debidamente regulados por la Superintendencia u 

autorizados por alguna otra entidad chilena. 

h) Utilicen alguno de los medios de pago autorizados por la Comisión para el Mercado 

Financiero o faciliten transferencias o depósitos bancarios nacionales como medio de 

pago. 
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Dichos criterios son aplicables solo a un grupo de plataformas de apuestas online que 

tendrán que asumir la aplicación de una medida discriminatoria sin motivo que justifique esta 

diferenciación respecto de otros operadores que también ofrecen sus servicios y a los cuales 

pueden acceder consumidores chilenos. 

 

ii) En segundo lugar, se materializa un trato arbitrario toda vez que se dispone de 

un tratamiento desfavorable en base a la supuesta ilicitud de la actividad que no es tal 

(apuestas on line), ya que, como revisamos en el capítulo anterior, dicha ilicitud solo surge a 

partir de una regulación de la necesidad de una licencia o autorización para operar que recién 

una vez entre en vigor la ley que regule la actividad de las apuestas en línea será exigible. De 

esta forma, se genera una prohibición o inhabilidad para operar en un periodo de tiempo en 

base a una supuesta ilicitud que no es tal, lo cual deviene en una aplicación arbitraria de la 

norma legal por la ausencia de un motivo razonable que justifique una norma que establezca 

un tratamiento diferenciado. 

 

De ahí que, la aplicación de la norma que se propone en el artículo cuarto transitorio 

del proyecto de ley, deja de manifiesto una ausencia de motivos o justificación que expliquen 

o justifiquen el tratamiento diferenciado entre aquellos operadores que han ofrecido servicios 

en nuestro país previo a la vigencia de la ley y otros operadores que posibilitan actualmente 

la realización de apuestas fuera del territorio y a aquellas empresas que iniciarán su actividad 

a partir de la entrada en vigencia de la ley. 

 

Así, una propuesta acorde con las garantías y principios constitucionales existe en la 

posibilidad de que los contribuyentes tengan la opción de solicitar la exención total o parcial 

del pago del impuesto que gravó el desarrollo de una actividad lícita previo al establecimiento 

de la licencia o autorización para operar plataformas de apuestas online. 

 

En otro orden, también se vulnera el principio de igualdad ante la ley en la creación 

del impuesto único sustitutivo del mismo artículo cuarto transitorio por aquellos ingresos 

provenientes de servicios no declarados al que deben acogerse aquellos solicitantes de una 

licencia transitoria o una licencia general de operación de plataformas de apuestas en línea 

que haya ofrecido por sí o que forme parte de un grupo empresarial que, a través de alguna 

de sus entidades, haya ofrecido a personas dentro del territorio nacional servicios de apuestas 

en línea o a través de plataformas digitales, en los treinta y seis meses previos a la entrada en 

vigencia de la ley, sin contar con autorización conforme a ésta u otras leyes. 

 

El Estado, en su búsqueda del bien común, tiene la capacidad de fomentar o 

desincentivar ciertas actividades a través de diversos mecanismos, incluyendo el 

establecimiento de tributos. Incluso, en casos excepcionales, puede determinar la 

retroactividad de estos impuestos. No obstante, esta facultad no es ilimitada y debe 

enmarcarse en los límites establecidos en la Constitución. Al establecer nuevos tributos, 
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como una medida que es desfavorable al ser ablatoria, el legislador debe actuar con 

razonabilidad y evitar que estos se configuren como una forma de sanción. 

 

Es importante destacar que, si bien el Estado tiene la potestad de establecer tributos, 

estos deben siempre estar orientados al cumplimiento de sus fines legítimos y enmarcarse en 

los principios constitucionales de legalidad, proporcionalidad y razonabilidad en virtud del 

artículo 19 N°2 de la CPR y en materia económica en particular, del artículo 19 N°22, así 

como al cumplimiento del artículo 19 N°20 y así no resulte un tributo manifiestamente 

injusto. Ello, por cuanto los tributos son una decisión de legislador desfavorable para el 

contribuyente que importa una ablación en su patrimonio. 

 

Como expresión de dichos principios, la ley tributaria, como norma general, abstracta 

y cierta, tiene normalmente efectos solo hacia futuro, siendo la retroactividad una excepción 

(artículo 3° Código Tributario). A mayor abundamiento, una lectura correcta acerca de la 

aplicación de la retroactividad de la ley tributaria obliga a realizar un examen integral que 

considere otras normas aplicables en materia de legislación tributaria117, como aquellas 

normas que restringen la retroactividad considerando la existencia de buena fe por parte del 

contribuyente; como establece el artículo 26 del Código Tributario que consagra el 

denominado principio pro-contribuyente. En efecto, en aplicación del principio pro-

contribuyente, en caso de duda, se exime del tributo al contribuyente, tanto por no estar 

claramente identificado como sujeto de este como por la falta de hecho imponible118, que en 

el caso de los efectos de la ley en el tiempo, y solo es posible amparar la retroactividad de la 

norma fiscal cuando resulta más favorable al contribuyente infractor. 

 

Sumado a lo anterior, la regulación propuesta establece un régimen impositivo a una 

actividad que se define en el proyecto de ley como ilícita. Así, la paradoja de las apuestas 

online radica en que, si bien la Subsecretaría de Hacienda las considera una actividad ilícita, 

no existe una normativa vigente que las defina como tal. La ilegalidad solo se establece 

cuando la operación requiere, como requisito indispensable, la obtención de una autorización 

o licencia, que es precisamente lo que busca implementar el proyecto de ley. Esta paradoja 

genera una incongruencia normativa, ya que se pretende gravar con impuestos una actividad 

que se considera ilícita, buscando cobrar tributos en un período en el que, según la misma 

ley, dicha actividad no debería estar operando.  

 

A propósito de la tributación de ganancias ilícitas en Chile, es posible mencionar el 

caso de Codelco de 1997119, que surgió a partir de la investigación por fraude cometido por 

 
117 PHILLIPS L., Jaime; ARANCIBIA M. Jaime; BENÍTEZ K., Eugenio. “La fiscalización y retroactividad del 

impuesto territorial ante el Derecho administrativo” En: Revista de Derecho Administrativo, Nº 39 [enero-junio 

2024] pp. 23-41, https://doi.org/10.7764/redae.39.3  
118 REAL ACADEMIA ESPAÑOLA. Diccionario panhispánico del español jurídico.  
119 CORTE SUPREMA. Sentencia de 2 de septiembre de 1997. Causa rol N°3983-1996. 

https://doi.org/10.7764/redae.39.3
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el ex encargado del Departamento de Mercado de Futuro de Metales de Codelco, Juan Pablo 

Dávila quien fue condenado por el delito de fraude al fico y presentación de declaraciones 

maliciosamente incompletas y falsas por utilizar información privilegiada que poseía en 

virtud de su cargo, acordando con varios brokers internacionales aumentar las comisiones 

que pagaba la empresa estatal, repartiéndose posteriormente los excedentes, recibiendo de 

parte de estos agentes el pago de comisiones. 

 

En dicho caso, la Corte Suprema estableció que es posible sancionar por delito 

tributario por la falta de tributación cuando las ganancias provienen de la comisión de un 

delito en base a que el artículo 17 del el decreto ley N°824 del Ministerio de Hacienda que 

contiene la Ley sobre impuesto a la renta no establece entre los ingresos patrimoniales que 

no constituyen renta los réditos patrimoniales de fuente ilícita, por lo que no existiría motivo 

para que se excluya al contribuyente que ha cometido un delito de la obligaciones de pagar 

impuestos sobre sus rentas. A ello se suma el artículo 20 del mismo cuerpo legal que incluye 

en la definición de renta toda utilidad o beneficio que se reciba de una actividad, cualquiera 

sea su origen, naturaleza o denominación. 

 

Este mismo criterio fue reiterado en una sentencia posterior de la Corte Suprema en 

el caso Inverlink con SII, a propósito de los traspasos realizados por la corredora de bolsa 

Inverlink S.A. de inversiones de particulares a otra sociedad del grupo empresarial, sin 

conocimiento ni autorización de los inversionistas, lo que configuró los delitos tributarios de 

declaraciones maliciosamente incompletas o falsas y la omisión maliciosa de declaraciones 

exigidas por las leyes tributarias para la determinación o liquidación de un impuesto. En este 

caso, la Corte Suprema reiteró la jurisprudencia sobre la posibilidad de gravar rentas o 

ganancias obtenidas de actividades ilícitas en virtud de lo establecido en los artículos 17 y 20 

de la Ley sobre Impuesto a la Renta, señalando: 

 

“NOVENO: Que la censura inicial de impugnación, como se consignó antes, se hace 

consistir en estimar el laudo recurrido que los ingresos de origen ilícito no tributan, 

empero esta Corte en reiteradas ocasiones ha sostenido que la noción de renta, para 

la legislación tributaria nacional, no distingue entre entradas producidas por 

actividades legítimas o no, autorizadas o no. Tampoco los ingresos considerados 

ilícitos por los sentenciadores del fondo, han sido excluidos expresamente de la 

obligación de tributar como renta, pues si así fuera, el legislador los hubiese 

comprendido entre los que aparecen enumerados en el artículo 17 del Decreto Ley 

N° 824 (SCS., N°s. 3983-1996, de dos de septiembre de mil novecientos noventa y 

siete, 990-2005, de diecinueve de octubre de dos mil seis, y 3686-2005, de quince de 

marzo de dos mil siete).”120. 

 

 
120 CORTE SUPREMA. Sentencia de 17 de noviembre de 2010. Causa rol N°297-2009 
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Ahora bien, aun cuando podría estimarse que la actividad de las apuestas on line fuera 

ilícita en los términos planteados por el Poder Ejecutivo y que es posible gravar con 

impuestos los ingresos patrimoniales al considerar que constituyen renta los réditos 

patrimoniales de fuente ilícita, lo cierto es que el proyecto de ley, a diferencia de los acotados 

casos que ha conocido la Corte Suprema, busca establecer un sistema extraordinario de 

declaración de impuesto al desarrollo de una actividad de forma total y no a las rentas que se 

originen a partir de un ilícito o delito puntual. 

 

El proyecto en el artículo cuarto transitorio establece como base imposible los 

ingresos brutos obtenidos por el desarrollo de la actividad de apuestas en línea que hayan 

sido utilizados dentro del territorio nacional o sean atribuibles a su actividad en él, 

entendiendo como ingreso bruto el monto total de las apuestas en línea realizadas por los 

usuarios a un objeto de apuesta, menos los premios entregados a éstos en dicho objeto, 

durante el período de treinta y seis meses previo a la vigencia de la ley, sujetándose a un 

impuesto del 31%. 

 

Más allá de lo complejo que es comprender que las rentas de una actividad ilícita o 

de un delito puedan ser gravadas con impuesto (como si fuera posible gravar actividades 

como el crimen organizado o el lavado de activos), la contradicción en la propuesta 

legislativa es evidente en la pretensión de imponer el pago de un tributo a las apuestas en 

línea que no deben ser consideradas como actividad ilícita o delito en nuestro ordenamiento 

jurídico vigente, quedando de manifiesto la falta de razonabilidad de la decisión del 

legislador. 

 

De la ausencia de razonabilidad es posible establecer una vulneración al principio de 

proporcionalidad y, en consecuencia, al derecho a la igualdad en materia económica y el 

principio general de igualdad ante la ley que garantizan que una misma norma se aplique a 

todas las personas sin distinciones arbitrarias, salvo cuando existan motivos razonables 

para ello. En este caso, la creación de un sistema excepcional aplicable solo a ciertos 

operadores carece de razonabilidad por lo que deviene en inconstitucional. 

 

Finalmente, esta incongruencia normativa genera incertidumbre jurídica y dificulta la 

recaudación efectiva de los impuestos, ya que no necesariamente todas las empresas que 

operan actualmente tendrán incentivos para cumplir con sus obligaciones fiscales en Chile, 

inhibiendo la canalización de la industria hacia el mercado legal en las condiciones que 

pretende establecer el proyecto de ley analizado. Con todo, nada impide al Estado imponer 

con el régimen de licencias cánones o exacciones en favor del Fisco por la explotación de 

una actividad económica regulada y que cuenta con una habilitación de la Administración. 
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2. Infracción al derecho de propiedad  

 

La CPR establece en su artículo 19 N° 24, el derecho de propiedad que al efecto y en 

lo que nos interesa al objeto del presente informe, dispone:  

“El derecho de propiedad en sus diversas especies sobre toda clase de bienes 

corporales o incorporales. 

     Sólo la ley puede establecer el modo de adquirir la propiedad, de usar, gozar y 

disponer de ella y las limitaciones y obligaciones que deriven de su función social. 

Esta comprende cuanto exijan los intereses generales de la Nación, la seguridad 

nacional, la utilidad y la salubridad públicas y la conservación del patrimonio 

ambiental. 

     Nadie puede, en caso alguno, ser privado de su propiedad, del bien sobre que 

recae o de alguno de los atributos o facultades esenciales del dominio, sino en virtud 

de ley general o especial que autorice la expropiación por causa de utilidad pública 

o de interés nacional, calificada por el legislador. El expropiado podrá reclamar de 

la legalidad del acto expropiatorio ante los tribunales ordinarios y tendrá siempre 

derecho a indemnización por el daño patrimonial efectivamente causado, la que se 

fijará de común acuerdo o en sentencia dictada conforme a derecho por dichos 

tribunales” 

La Constitución Política de la República de 1980, destaca por la excesiva centralidad 

de la institución de la propiedad privada en el catálogo de derechos fundamentales al regular 

el derecho a la propiedad (acceso) en su artículo 19 Nº 23 y el derecho de propiedad (garantía) 

en el artículo 19 Nº 24. 

De conformidad con el inciso segundo del artículo 19 N°24 de la Constitución, se ha 

entendido que se reserva a la ley la regulación de la propiedad, impidiendo que se realice 

mediante potestad reglamentaria o por normas de jerarquía inferior u vías administrativas121, 

a la vez que se habilita al legislador para establecer limitaciones a la propiedad en razón de 

su función social y a regular el contenido del derecho122. Estas limitaciones derivan de la 

función social como criterio delimitador, en ejercicio de la capacidad configuradora del 

legislador en un ámbito amplio de libre determinación, lo cual implica que dichas 

 
121 SILVA GALLINATO, María Pía. “El derecho de propiedad en la Constitución de 1980”. En: Henríquez 

Viñas Miriam y Rajevic Mosler, Enrique (Coord.) Derecho de propiedad. Enfoques de Derecho Público, Der 

Ediciones, 2019, p. 19. 
122 VARAS B., Juan Andrés. “Limitaciones a la propiedad: una perspectiva civil”. En: Ferrada Bórquez, Juan 

Carlos (Coord.) La constitucionalización del derecho chileno, Editorial Jurídica de Chile, Santiago, 2003, pp. 

149-150. 
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intervenciones no contemplan compensación alguna pues son propias del concepto mismo 

de la propiedad123. 

La doctrina ha entendido en ese sentido que la función social sirve para establecer 

limitaciones inherentes al ejercicio de los atributos y facultades esenciales del dominio y 

desde el punto de vista práctico como “[…] el resultado de la correcta aplicación de una 

fórmula o ecuación jurídico-social, que permite conciliar el ejercicio del derecho de 

propiedad por su dueño, de un lado, con las necesidades del mantenimiento y el desarrollo 

de la comunidad, de otro”124.  

Luego, se ha entendido que existe una prohibición de privar total o parcialmente al 

propietario de las facultades esenciales del dominio a través de cargas o restricciones que 

hagan ilusorio el ejercicio del derecho, lo cual se configura como un estándar garantista a las 

restricciones o a las limitaciones que puede imponer el legislador125. En ese sentido, la 

esencia del derecho de propiedad se encuentra relacionado con la garantía del artículo 19 

N°26 de la CPR, por la cual se le encuentra vedado al legislador afectar un derecho 

privándolo de aquello que le es consustancial y que permite reconocerlo como tal. Para la 

definición de dicha esencia, Aldunate ha entendido que se refiere a:  

“[…] aquella parte de la protección propietorial referida a una entidad reconocible 

y preexistente a la Constitución, que no la crea sino que se limita a reconocer. […]  

El llamado de la Constitución aquí es bastante completo, ya que no solo se refiere a 

las facultades del dominio, sino también a sus atributos esenciales. Por lo tanto, el 

contenido esencial del dominio no solo contendrá, en principio, elementos de las 

facultades de uso, goce y disposición, sino también las de su carácter absoluto, su 

perpetuidad y su elasticidad.”126 

 

Parte de la doctrina ha considerado como límites al ejercicio de la potestad legislativa 

los siguientes: i) el respeto por el contenido esencial del derecho, en aplicación del artículo 

19 N°26 de la Carta Fundamental; ii) que se funden en alguna de las circunstancias de la 

función social, y; iii) el respeto por el principio de proporcionalidad127. En ese sentido, se ha 

entendido que  “[u]na norma que se limite a regular, aunque sea restrictivamente, esas 

facultades o atributos, pero que no alcanza a producir privación –esto es, despojo—de una 

facultad o atributo, debe ser considerada perfectamente constitucional, y el costo de la 

 
123 PEÑAILILLO, Daniel. “La Expropiación ante el Derecho Civil”, Editorial Jurídica de Chile, Santiago, 

1995, pp. 65 – 75.     
124 CEA Egaña, Luis. Derecho Constitucional chileno. Tomo II. Ediciones Universidad Católica de Chile, 2012, 

p. 575. 
125 CEA, José Luis. Tratado de la Constitución de 1980. Editorial Jurídica de Chile, Santiago, 1988, pp. 188 – 

191. 
126 ALDUNATE Lizana, Eduardo. “Limitación y expropiación: Scilla y Caribidis de la dogmática constitucional 

de la propiedad. En: Revista Chilena de Derecho, vol. 33 N°2, 2006, pp. 290.  
127 FUENTES OLMOS, Jessica. El derecho de propiedad, Der Ediciones, Santiago, 20198, pp. 414-415 
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limitación debe ser asumido, en virtud de la función social de la propiedad, por el titular 

del derecho.” 128 (énfasis añadido). 

En ese orden de ideas, el estatuto constitucional de propiedad encarga a la ley que 

determine las eventuales limitaciones y obligaciones al ejercicio de las facultades que 

confiere el derecho de propiedad a los particulares, con fundamento en la garantía de la 

función social de éste. Sin perjuicio de ello, al mismo tiempo que garantizaba la propiedad, 

restringe el alcance de dicha función social, puesto que sólo comprende “los intereses 

generales de la Nación, la seguridad nacional, la utilidad y la salubridad públicas y la 

conservación del patrimonio ambiental”. 

Cabe señalar que siendo la función social un elemento que delimita el derecho de 

propiedad intrínsecamente, por ser inherente a éste, y teniendo a su vez un carácter objetivo 

—por cuanto limita al ejercicio mismo del derecho y no a su titular—, las limitaciones y 

obligaciones que se siguen de la función social de la propiedad tienen un aspecto objetivo y 

general. Por ello, la actividad legislativa de limitación del derecho de dominio, dentro del 

marco de la delimitación hecha por la función social, no es en sí misma una restricción o 

carga añadida y ajena a su naturaleza intrínseca; lo que no obsta a que deba encontrar su 

fundamento en las causales y finalidades que la Constitución regula, para entender que 

concurre, en la especie, la función social como justificación de la limitación impuesta129.   

En ese sentido, si una ley establece una medida general, abstracta y cierta que 

disminuye el patrimonio de las personas sin una justificación clara en la función social de la 

propiedad, esa ley no puede ser considerada constitucional. El legislador no puede limitar el 

derecho de propiedad de forma arbitraria o injustificada.  

En el presente caso, la propuesta normativa del artículo cuarto transitorio que 

establece un sistema extraordinario de impuesto sustitutivo, que como tributo constituye una 

decisión desfavorable para la contribuyente ablatoria de su patrimonio, afecta el derecho de 

propiedad, por lo que debe considerar los límites establecidos al ejercicio de la potestad 

legislativa y la definición de la constitucionalidad de la decisión dependerá de la justificación 

de la medida.  

En particular, el establecimiento de un régimen excepcional que contempla un 

impuesto retroactivo afecta al derecho de propiedad consagrado en el artículo 19 N°24 de la 

CPR, por cuanto como ya hemos establecido la medida no se basa en un motivo o 

justificación razonable. Implementar un impuesto único sustitutivo en este contexto 

 
128 VARAS B., Juan Andrés. “Limitaciones a la propiedad: una perspectiva civil”. En: Ferrada Borquez, Juan 

Carlos (Coord.) La constitucionalización del derecho chileno, Editorial Jurídica de Chile, Santiago, 2003, p. 

156. 
129 Ibíd., p. 537-538. 
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implicaría privarlos arbitrariamente de su patrimonio, lo que podría configurarse como una 

confiscación, especialmente si el impuesto afecta de manera significativa sus bienes. 

En definitiva, para cumplir con las finalidades del proyecto de ley, resulta 

recomendable  establecer régimen transitorio que permita regularizar según estándares de la 

ley con un mercado flexible y competitivo con medidas reales para combatir el juego ilegal 

en el período posterior al otorgamiento de licencias y que canalice a los operadores hacia el 

régimen que establezca el proyecto de ley. 

VII. Conclusiones  

Nuestras conclusiones son las siguientes: 

1. El proyecto de ley que se analiza en el presente informe contempla que sus normas 

entrarán en vigencia el primer día del mes siguiente de su publicación (artículo primero 

transitorio). Para operar en el periodo transitorio en que se dicte el reglamento, se establece 

un procedimiento de licencias para aquellos postulantes que no hayan operado ilegalmente 

en Chile en los últimos 12 meses, y acrediten el cumplimiento de estándares técnicos de 

legislaciones que, de acuerdo con la Superintendencia de Casinos de Juego, contemplen 

estándares similares a los de la ley chilena, junto con el cumplimiento de otros requisitos 

(artículo segundo transitorio). 

Para los actuales operadores que desarrollarían la actividad “en la ilegalidad”, se 

aplicará una medida desfavorable que les impedirá solicitar licencias sino hasta transcurridos 

12 meses desde que operaron ilegalmente (cooling off) y que, una vez vencido dicho plazo, 

deberán acreditar el pago un impuesto único y sustitutivo con dos componentes: 31% de los 

ingresos brutos y 0,07 UM por cuentas de usuarios, considerando los 36 meses previos a la 

entrada en vigencia de la ley. 

2. Dichas medidas se basan en que actualmente las apuestas online sobre eventos 

deportivos son consideradas como una actividad ilícita, aun cuando no existe una regulación 

que la defina como tal. La ilicitud solo se establece cuando la operación exige, como requisito 

indispensable, la obtención de una autorización o licencia que es precisamente lo que busca 

implementar el proyecto de ley. 

 

3. La normativa vigente en Chile sobre juegos y apuestas no menciona de forma 

específica las apuestas en línea. A nivel constitucional, el artículo 63 N° 19 de la CPR 

establece una reserva legal respecto a las apuestas en general, mientras que el artículo 19 

N°21de la CPR garantiza el derecho a desarrollar cualquier actividad económica que no se 

oponga a la moral, el orden público y a la seguridad nacional. 

A nivel legal, los artículos 2258 a 2263 del Código Civil del Título XXXIII de los 

contratos aleatorios, disponen una serie de reglas respecto a los juegos que no sean de azar y 
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apuestas lícitos. Sin perjuicio de ello, las apuestas en línea no se encuentran mencionadas ni 

reguladas en la Constitución ni en la ley. En otras palabras, existe un vacío legal en cuanto a 

la regulación de las apuestas en línea en Chile, lo que significa que no hay una ley que las 

defina, las autorice o las prohíba de manera específica, lo que no deviene necesariamente en 

su ilegalidad. Es más, del mismo tratamiento del Código Civil sobre “juego y apuestas 

lícitos” (artículo 2259) se infiere que no todas las apuestas ni todos los juegos son ilícitos, 

aunque el código de Bello no definió expresamente qué apuestas se consideran lícitas, a 

diferencia de la regulación sobre los juegos. 

4. De esta forma, mientras no exista una prohibición general, las apuestas sobre eventos 

que no dependan del azar –como juegos de destreza física o deportiva– seguirá siendo una 

actividad lícita en nuestra legislación, pues está permitida por el Código Civil. En efecto, la 

reserva legal se cumple con la regulación relativa a los juegos de destreza física o intelectual, 

sin que exista una prohibición expresa para su desarrollo. 

 

5. En materia tributaria, se ha utilizado el concepto “Constitución tributaria”, 

comprendida en la categoría de “Constitución económica” para referirse al conjunto de 

principios jurídico-constitucionales que disciplinan el quién, cómo y cuándo tributar, el qué 

y cuánto tributar, estableciendo límites formales y materiales a la tributación. Por su parte, el 

reconocimiento de la potestad estatal tributaria, como poder reglado, y del tributo como una 

sus más relevantes manifestaciones, y que constituyen una traducción específica del poder 

público, encuentran sus condiciones de ejercicio y límites de actuación en un conjunto de 

principios y normas constitucionales, entre los cuales cabe destacar el principio de legalidad 

tributaria, el derecho a la igualdad y el principio de irretroactividad tributaria. Dichos límites 

se han establecido en defensa de la propiedad que se grava y de la potestad impositiva 

 

6. Entre los límites que se reconocen a la potestad tributaria, son relevantes el principio 

de legalidad y el principio de igualdad ante los impuestos, cuya esencia es la prohibición de 

discriminación arbitraria o irrazonable, es decir, la disposición de medidas que encuentran 

respaldo ni apoyo en criterios o principios acogidos por el ordenamiento jurídico o en una 

justificación razonable, en concordancia con los estándares de razonabilidad u objetividad a 

los cuales se encuentra sometida toda medida legal.   

 

Asimismo, la regla general en materia tributaria es que la norma que crea, modifica o 

suprime un impuesto, así como las que modifican la tasa o los elementos que sirven para la 

determinación de la base imponible rija solo hacia el futuro, por lo que no afectará a los 

hechos acaecidos con anterioridad en base al principio de irretroactividad tributaria. La 

irretroactividad tributaria como límite al legislador surge de garantías constitucionales tales 

como: el principio de razonabilidad y de proporcionalidad, derecho de seguridad jurídica y 

del derecho de propiedad.  
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A mayor abundamiento, la irretroactividad como excepción es manifestación de la 

definición de ley como norma general, abstracta y cierta y que busca que, más allá del 

cumplimiento de los requisitos de forma para la producción de normas jurídicas, la 

intervención estatal a través del Poder Legislativo debe cumplir con ciertos atributos de 

identidad de la ley, impidiendo la aparición de un legislador arbitrario. 

 

7. Por otra parte, considerando que el proyecto busca establecer un régimen para 

la regulación de las apuestas en línea a través de la autorización administrativa, debemos 

considerar que este instrumento no crea derechos, sino que simplemente remueve los 

obstáculos a una actividad que los particulares pueden desarrollar en libertad.  Así, un 

permiso de operación o licencia, el cual como hemos visto se encuadra en el género 

“autorización”, no crea derechos nuevos, sino que sólo remueve obstáculos para el ejercicio 

de la libertad constitucional preexistente de realizar actividades económicas lícitas (artículo 

19 N° 21 de la CPR) como lo es la operación de las plataformas de apuestas en línea.  

 

A partir de la definición de autorización y licencia, es posible establecer que la ilicitud 

de la actividad solo existe cuando la operación exige, como requisito indispensable, la 

obtención de una autorización o licencia en las condiciones y con los requisitos que 

específicamente prevé el legislador, lo que es precisamente lo que busca implementar el 

proyecto de ley y que será exigible una vez sea publicada. En el caso de las apuestas en línea 

sobre eventos deportivos, existe una contradicción o una paradoja al entender que es una 

actividad ilícita cuando no existe regulación que defina dicha ilicitud. En otras palabras, la 

ilicitud existe cuando se establece como requisito de operación la necesidad de contar con 

autorización o licencia, lo que se implementará con el proyecto de ley. 

 

8. Al analizar la constitucionalidad de la propuesta de la disposición cuarta transitoria 

en relación con la moratoria temporal (cooling off) y el impuesto único sustitutivo, es posible 

establecer las siguientes infracciones a la Carta Fundamental.  

 

9. A partir del principio de igualdad ante la ley, el mandato constitucional de 

generalidad, abstracción y certeza de la ley —que garantiza la igualdad—, impiden que el 

legislador establezca diferencias o distinciones respecto de aquellos que se encuentren en 

iguales situaciones o circunstancias o, en el caso de imponer un tratamiento diferenciado no 

se funde en motivos o razones justificadas y razonables. De ahí que, si dichas razones o 

justificaciones son inexistentes o insuficientes para establecer una regulación diferente a 

personas que se encuentran en una misma situación, deviene en una discriminación arbitraria 

y, por tanto, en un trato ilegítimo. 

 

La aplicación de la disposición cuarta transitoria del proyecto de ley en base a la 

supuesta actividad ilícita desarrollada por los actuales operadores de plataformas en línea, 

cuya consecuencia es la exclusión de estos del régimen de autorización por un periodo de 
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doce meses y el establecimiento de un deber de pagar un impuesto sustitutivo por la actividad 

desarrollada en los treinta y seis meses anteriores a la vigencia de la ley, entraña graves 

efectos inconstitucionales que infringen el principio de igualdad ante la ley, configurando un 

doble trato discriminatorio:  

 

Por un lado, se concreta un trato arbitrario respecto de los operadores que hayan 

ofrecido a personas dentro del territorio nacional servicios de apuestas en línea o a través de 

plataformas digitales , en los últimos doce meses previos a la entrada en vigencia de la ley, a 

quienes les resultará aplicable la medida desfavorable de “cooling off”; en relación a aquellas 

empresas que han operado fuera del territorio nacional en eventos que son transmitidos 

igualmente en nuestro país y que permiten la realización de apuestas en línea a consumidores 

o apostadores chilenos en los mismos términos que los operadores del territorio nacional.  

 

Por otro lado, se materializa un trato arbitrario toda vez que se dispone de un 

tratamiento desfavorable en base a la supuesta ilicitud de la actividad que no es tal. Por el 

contrario, dicha ilicitud solo surge a partir de una regulación de la necesidad de una licencia 

o autorización para operar que será exigible una vez entre en vigor la ley que regule la 

actividad de las apuestas en línea. De ahí que, la aplicación de la norma que se propone en el 

artículo cuarto transitorio del proyecto de ley, deja de manifiesto una ausencia de motivos o 

justificación que expliquen o justifiquen el tratamiento diferenciado entre aquellos 

operadores que han ofrecido servicios en nuestro país previo a la vigencia de la ley y otros 

operadores que posibilitan actualmente la realización de apuestas fuera del territorio y a 

aquellas empresas que iniciarán su actividad a partir de la entrada en vigencia de la ley. 

 

En otro orden, también se vulnera el principio de igualdad ante la ley en la creación 

del impuesto único sustitutivo del mismo artículo cuarto transitorio por aquellos ingresos 

provenientes de servicios no declarados al que deben acogerse aquellos solicitantes de una 

licencia de operación de plataformas de apuestas en línea que haya ofrecido a personas dentro 

del territorio nacional servicios de apuestas en línea, en los treinta y seis meses previos a la 

entrada en vigencia de la ley. Lo anterior, por cuanto los tributos deben cumplir con 

principios de legalidad, proporcionalidad y razonabilidad, ya que implican una disminución 

del patrimonio del contribuyente y por tanto constituyen una medida desfavorable ablatoria. 

En ese sentido, el proyecto de ley establece un impuesto a la actividad de las apuestas online, 

las cuales se definen por la Subsecretaría de Hacienda como ilícitas, aun cuando no existe 

una ley vigente que las defina como tal o que exija una licencia previa para su operación. 

Así, la vulneración al principio de igualdad surge al establecer un impuesto sustitutivo como 

medida a una actividad que no está definida legalmente como ilícita y al contemplar efectos 

retroactivos, sin considerar el principio pro-contribuyente, que favorece al contribuyente en 

caso de dudas.  
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10. Finalmente, la propuesta de ley que establece un impuesto sustitutivo y retroactivo es 

inconstitucional puesto que vulnera el derecho de propiedad. Lo anterior, por cuanto se 

disminuye el patrimonio de las personas que operan en la actualidad sin una justificación 

clara en la función social de la propiedad, por lo que deviene en una decisión que es arbitraria 

e injustificada, vulnerando los límites establecidos al legislador. En particular, el 

establecimiento de un régimen excepcional que contempla un impuesto retroactivo afecta al 

derecho de propiedad consagrado en el artículo 19 N°24 de la CPR, por cuanto la medida no 

se basa en un motivo o justificación razonable. Implementar un impuesto único sustitutivo 

en este contexto implicaría privarlos arbitrariamente de su patrimonio, lo que podría 

configurarse como una confiscación, especialmente si el impuesto afecta de manera 

significativa sus bienes. 

 

11. En lugar de la medida propuesta en el proyecto de ley en sus disposiciones 

transitorias, se recomienda establecer un régimen transitorio que permita regularizar las 

plataformas online y combatir el juego ilegal antes de la entrada en vigor del nuevo sistema 

mediante una exención que permita participar a todos los operadores en iguales condiciones, 

sin establecer periodos de suspensión o cooling off, para permitir la maximización de la 

recaudación junto con una canalización lo más masiva posible.  

 

12. Con todo, el Estado, a través del régimen de licencias, tiene la facultad de establecer 

cánones o exacciones en favor del Fisco para aquellas actividades económicas que estén 

reguladas y cuenten con una habilitación administrativa. 

 

 

Salvo mejor parecer, es todo cuanto puedo informar, 
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